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  Dedicatoria 






 A Carmen,

desde el infinito dolor

que causa su ausencia

También, al primor de la nueva Carmen

que, con toda su vida por delante,

canta y celebra ya los cumpleaños

y yo me iré; y

quedarán los pájaros cantando

(J. R. J.)

Las leyes (…) son mudas y sordas (…). Algunos hombres son utilizados por ellas para que (…) hablen y (…) oigan (…). A estos hombres acostumbramos a llamarlos jueces (…). Pero (…) algunos (…) callan (…) e incluso cierran los ojos (…). Éstos (…) no son (…) guardianes de las leyes ni (…) leyes parlantes (Juan-Luis Vives March)

El intérprete puede entender la ley mejor (…) que (…) sus creadores y la ley puede ser (…) más inteligente que su autor; es más, tiene que serlo (Gustav Radbruch)

Es menester garantizar (…) el principio de total indemnidad como (…) regla de acción que se impone por encima de los límites indemnizatorios de las tablas (…) [cuando] puede probarse (…) un perjuicio indemnizable no previsto (Juan-Antonio Xiol Ríos)

El hombre sólo ha alcanzado lo posible porque una y otra vez ha aspirado a conseguir lo imposible (Max Weber)

No se acometen las cosas porque sean difíciles, sino que son difíciles porque no se acometen (Lucio-Anneo Séneca)

La verdad siempre llega tarde, cojeando con el tiempo (Baltasar Gracián)

Ruego a todos los que accedan a esta obra que tengan conmigo la libertad que me he tomado para juzgar las sentencias y los escritos de otros: tan pronto participen mis errores, seguiré sus advertencias (Hugo Grocio)

Porque la justicia resarcitoria no sea como el nombre de la rosa







  Notas previas 









Primera parte Introducción al estudio del nuevo Baremo valorativo y, en concreto, de sus disposiciones generales 






1. Notas previas


 

a)  Las disposiciones generales y sus antecedentes


	
–  Introducidos por la Ley de Reforma de 22 de septiembre de 2015, los arts. 32 a 49 de la LRC y SCVM regulan con carácter general la determinación de la indemnización de los perjuicios generados por los daños corporales causados en accidente de circulación (1) .

	
–  Son disposiciones que constituyen la médula del régimen o estatuto de la nueva regulación valorativa, su estructura, la clave de su bóveda resarcitoria. Integran la Sección 1ª del Capítulo I del Título IV de la Ley. Tras ella, la Sección 2ª corresponde a las definiciones, de las que no me ocupo aquí.
	
•  Los arts. 50 a 60 definen sucesivamente los conceptos de pérdida de autonomía personal, actividades esenciales de la vida ordinaria, gran lesionado, pérdida de desarrollo personal, actividades específicas de desarrollo personal, asistencia sanitaria, prótesis, órtesis, ayudas técnicas y productos de apoyo para la autonomía personal, medios técnicos y unidad familiar.

	
•  Es claro que son todos los que están, pero no están todos los que son. Aparte de las definiciones contenidas en otros artículos del texto (allegado, art. 67; lucro cesante causado por la muerte, art. 80; secuelas, art. 93.1; interagravatorias, art. 99; lesiones temporales, art. 134.1), se echan de menos otras definiciones como las de los conceptos de perjuicio personal básico y perjuicio personal particular y, sobre todo, el concepto de ingresos netos a los efectos de integrar el multiplicando para el cálculo del lucro cesante en los casos de muerte e incapacidad permanente. Hay, pues, definiciones que dejan de introducirse y definiciones que se introducen fuera del apartado dedicado a ellas.





	
–  Su antecedente lo constituye el endecálogo de las reglas generales (criterios) del apartado primero del Baremo derogado (2) . De estas reglas, la mayor parte se han mantenido en el nuevo Baremo, aunque con variantes de contenido de distinto alcance; algunas han desaparecido por razones muy diversas; y, a su vez, hay las novedosas que no tienen parangón en el Baremo derogado.



b)  Las reglas mantenidas

	
–  Las disposiciones generales del nuevo Baremo, que acogen reglas generales del derogado (aunque con contenido más o menos variado), son las siguientes:
	
•  El art. 32, sobre el ámbito de aplicación y alcance del sistema valorativo. Corresponde a la regla general 1ª del primer apartado del Baremo derogado (3) . De ella, se ha suprimido la salvedad atinente a los daños dolosos;

	
•  El art. 33, sobre los principios fundamentales del sistema de valoración (integritas y vertebratio). Corresponde parcialmente a la norma del inciso segundo de la regla general 7ª del apartado primero del Baremo derogado (4) . Pero se le añaden una serie de especificaciones que faltaban en ella y que son particularmente relevantes;

	
•  El art. 34, sobre la trilogía de los macroconceptos perjudiciales. Corresponde a la regla general 4ª del apartado primero del Baremo derogado, que se refería a que las indemnizaciones se generan por la muerte, por las lesiones permanentes, invalidantes o no, y por las incapacidades temporales; regla que resulta mejorada, al desaparecer el concepto de incapacidades temporales y sustituirse por el de lesiones temporales, con lo que se impone el sentido común y claudica la conceptuación de una incapacidad temporal no impeditiva, sin que sea de utilidad en esta norma puntualizar que las secuelas pueden ser invalidantes o no.

	
•  El art. 37.1, sobre el informe médico preciso para la determinación y medición de las secuelas. Corresponde a la regla general 11ª del apartado primero del Baremo derogado (5) ; regla ésta que resulta muy mejorada;

	
•  El art. 38.1, sobre el momento de la determinación de la edad de las víctimas y de los perjudicados. Con ella se absorbe el contenido de la regla general 3ª del apartado primero del Baremo derogado, aunque, al incorporarlo, depura su inadecuada terminología, refiriéndose ahora a los perjudicados y no a los beneficiarios (6) ;

	
•  Los arts. 41 y 42, sobre la indemnización mediante renta vitalicia. Corresponden a la regla general 9ª del apartado primero del Baremo derogado (7) . Pero ahora se incluyen unas especificaciones que compatibilizan la progresión y la regresión;

	
•  El art. 43, sobre la modificación de las indemnizaciones ya establecidas. Corresponde a la regla general 8ª del apartado primero del Baremo derogado (8) , sin que suponga un cambio sustancial, pese a referir a una materia que requeriría una mayor atención; y

	
•  El art. 49, sobre la actualización de las cuantías establecidas en la regulación del sistema. Corresponde a la regla general 10ª del apartado primero del Baremo derogado (9) . Pero se introducen relevantes diferencias con las que se ayuntan el acierto y el desacierto.






c)  Las reglas no incluidas y su porqué

	
–  Las reglas generales del Baremo derogado que no ha incorporado el nuevo son las siguientes:
	
•  La regla general 2ª, sobre la culpa de la víctima inimputable (10) . Se trata de una norma que no es valorativa, sino atributiva, por lo que su nueva redacción (con un sentido completamente distinto) se ha llevado al art. 1.2 de la Ley (11) , que es el lugar que le corresponde;

	
•  La regla general 6ª, sobre la satisfacción de los gastos que menciona (12) . Esta regla se ha llevado, con sus variantes de ampliación, a la regulación de los perjuicios patrimoniales causados por la muerte, por las secuelas y por las lesiones temporales;

	
•  El inciso primero de la regla general 7ª, en el extremo referente a la indemnización por daños morales (13) . Se ha prescindido de esta regla por su carácter equívoco y por la equivocación de su expresión, habida cuenta que el principio igualitario que predica no se proyecta sobre cualesquiera perjuicios personales o morales, sino sólo sobre los básicos, pues los particulares y los excepcionales están sujetos a un principio natural de discrimen en aras a la cabal individualización resarcitoria (14) ;

	
•  El inciso tercero de la regla general 7ª, en el extremo referente a la concurrencia de la culpa de la víctima con su efecto reductor de todas las indemnizaciones, con la inclusión de la de los perjuicios emergentes (15) . Esta regla se ha llevado con acierto al art. 1.2, párrafo primero, de la Ley, extrayéndose del Baremo, dado que tampoco constituye una regla valorativa, sino atributiva;

	
•  El inciso tercero de la regla general 7ª, en el extremo referente al efecto atenuador de la indemnización correspondiente a una secuela afectada por un estado previo (16) . Esta regla no tiene correlato en el nuevo Baremo, quizá por considerarse innecesaria, aunque no hubiera estado de más formular algunas puntualizaciones al respecto;

	
•  El inciso cuarto de la regla general 7ª, en el extremo referente a los efectos agravatorios de las secuelas concurrentes cuando son sinérgicas (17) . Esta norma de carácter genérico, de expresión equívoca y de funcionamiento desviado, se ha llevado a la regulación del tratamiento resarcitorio de los perjuicios personales causados por las secuelas, con sus debidas concreciones, ausentes en la regulación derogada; y

	
•  El inciso cuarto de la regla general 7ª, en el extremo referente a los efectos agravatorios de un estado previo sobre una secuela (18) . Esta regla, también genérica, de expresión igualmente equívoca y de funcionamiento contrario a las exigencias de la lógica valorativa, se ha llevado de modo consecuente a la regulación del tratamiento resarcitorio de los perjuicios personales causados por las secuelas, con sus debidas concreciones, ausentes en la regulación derogada.






d)  Las reglas novedosas

	
–  A su vez, las disposiciones generales del nuevo Baremo que carecen de correlato en el derogado son las siguientes:
	
•  El art. 35, sobre los requisitos que hay que cumplir para una correcta aplicación del sistema de valoración;

	
•  El art. 36.3, sobre el reconocimiento excepcional de unos perjuicios reflejos que, por su padecimiento psíquico (patológico o complicado), sufren, en su caso, los familiares de la víctima;

	
•  El art. 37.1 y 2, sobre los deberes recíprocos de colaboración del lesionado y la aseguradora implicada, para la determinación y medición de las lesiones;

	
•  El art. 38, sobre el momento de determinación de las circunstancias determinantes de la valoración de los daños, con la previsión de sus excepciones;

	
•  El art. 39, sobre el cómputo de edades, poniéndose término a las manifiestas anarquías e inconsecuencias del Baremo derogado;

	
•  El art. 40, sobre la actualización valorista (hodiernitas) del crédito resarcitorio generado por el daño corporal (19) , definiendo el momento a tener en cuenta para fijar el nominal de las cuantías indemnizatorias, pero sin explicitar el módulo actualizador al que tiene que acudirse;

	
•  Los arts. 44 a 47, sobre la determinación del quantum del crédito resarcitorio adquirido por herencia en el caso del fallecimiento prematuro del perjudicado, establecidos con el propósito de compaginar la justicia y la seguridad debidas al respecto (20) ;

	
•  El art. 48, sobre las bases técnicas actuariales y la pintoresca previsión de que se establezca lo ya establecido.






e)  Incorporación de las reglas explicativas útiles del Baremo derogado y de las reglas de utilización del Sub-Baremo médico

	
–  Por otra parte, todas las reglas útiles del apartado segundo del Baremo derogado se han incorporado al texto del nuevo, al igual que se ha hecho con las reglas de utilización con que se abre la tabla médica de secuelas y con las reglas relativas a la medición del perjuicio estético, ahora simplificadas sin alteración sustancial.
	
•  Las reglas señaladas –unas y otras– se han integrado en el Capítulo II del Título IV de la LRC y SCVM que corresponde a las "reglas [específicas] para la valoración del daño corporal".


	
•  Téngase en cuenta que, dentro de las reglas explicativas del apartado segundo del Baremo derogado, había las que eran insuficientes porque explicaban poco y las que eran deficientes porque explicaban mal lo que pretendían explicar o simplemente decían ser lo que en verdad no era.

	
•  Pero, respecto de las reglas de utilización del Baremo médico, hay la salvedad relativa a la de las secuelas temporales (21)  que, en lugar de incluirse en el texto articulado, ha quedado en dicho Baremo pero no in primo, sino in fine, mediante una nota (2), pese a tratarse de una ubicación realmente inapropiada.

	
•  Efectivamente, la regulación del resarcimiento de las secuelas temporales tendría que haberse incluido en la del resarcimiento de las lesiones temporales; y, a su vez, la relativa al de las secuelas causadas por los traumatismos menores de la columna vertebral tendría que haberse llevado a la del perjuicio básico causado por las secuelas.

	
•  Lo cierto es que esa ubicación errática plantea una cuestión de fondo que tiene que abordarse porque el concepto de secuelas temporales carece de previsión en el texto articulado y, además, contradice la definición de las lesiones temporales que contiene el art. 134.1.

	
•  Debe, pues, acudirse por razones sustanciales a una interpretación expansiva de tipo integrativo del citado precepto para proporcionar el debido fundamento normativo a la regulación tabular de las secuelas temporales, dado que ésta tiene un inequívoco carácter remisivo.






f)  Desaparición de una concreta regla explicativa, nefasta por su vacuidad y grosero sentido despistante: el componente patrimonial de las indemnizaciones básicas


	
–  Entre los elementos del apartado segundo del Baremo derogado que, por su estricta camelancia y perversa intención, han desaparecido, se encuentra la falaz afirmación de que las indemnizaciones básicas incluyen la reparación de un perjuicio patrimonial básico (22) .

	
–  Esa maléfica previsión "explicativa" ha cumplido durante veinte años la función de edulcorar la falta del resarcimiento de los perjuicios patrimoniales consistentes en lucros cesantes y otros perjuicios económicos carentes de previsión específica.

	
–  Pero es indicación que no ha engañado a casi nadie. No obstante, en el casi está el lamentable criterio de aquellos jueces que han considerado que el fundamento de que dejaran de resarcirse de forma específica los gastos asistenciales producidos después de que el lesionado obtuviera la sanidad estribaba en considerar que su resarcimiento tenía lugar a través de la indemnización básica, constituyendo esos gastos un componente nutricio de ese perjuicio patrimonial básico. Así:
	
•  La SAP de Álava (Sección 2ª, Penal) de 5 de septiembre de 2003 (Poncela García).

	
•  La SAP de La Coruña (Sección 3ª, Civil) de 28 de septiembre de 2007 (Fernández-Porto García).

	
•  La SAP de Madrid (Sección 11ª, Civil) de 28 de abril de 2008 (Almazán Lafuente).

	
•  La SAP de Murcia (Sección 2ª, Penal) de 29 de abril de 2011 (Montalbán Avilés).

	
•  La SAP de Barcelona (Sección 5ª, Penal) de 15 de marzo de 2004 (Benlloch Petit).

	
•  También, la STS (Sala 1ª) de 14 de diciembre de 2006 (Villagómez Rodil).





	
–  Con todo, este concepto se ha rescatado para manejarlo con ocasión de la regulación del resarcimiento de los perjuicios patrimoniales causados por la muerte (art. 78). En este caso, con sumo acierto justicial y con inequívoca precisión, huyendo de cualquier engañifa.	
•  Su regulación cumple, en definitiva, la función que, con distinto diseño, tendría que haberse adjudicado al factor de corrección por perjuicios económicos, sobre la base de desconectarlo de cualquier tipo de lucro cesante.






g)  El nuevo Baremo no es una mera reforma del anterior, aunque se inspira en él y parte de su arquitectura


	
–  Pese a que la Ley de 22 de septiembre de 2015 se denomina "de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación", lo cierto es que introduce una serie de reformas que afectan al régimen atributivo de la responsabilidad civil automovilística y a su estatuto procesal, para, a su vez, no introducir una reforma del Baremo de 1995 (modificado puntualmente en 1998, 2003, 2004 y 2007), sino un nuevo Baremo inspirado en el derogado.

	
–  Por eso la denominación de l a Ley debería de haberse referido, no a la reforma del Baremo, sino a la reforma de la LRC y SCVM sobre la regulación valorativa de los daños corporales y otros extremos.	
•  Se ha dicho al respecto que el Baremo de 1995 no ha sido reformado –como lo fue en 1998, 2003, 2004 y 2007–, sino que ha sido sustituido por uno nuevo que "utiliza nuevos conceptos y bases, nuevos métodos, nuevas palabras y, en suma, una nueva forma de pensar en las víctimas de los accidentes de circulación", caracterizándose porque "formalmente se ha dado solución a la heterogénea estructura tabular anterior", pues "se ha construido un nuevo edificio que permite una mejor vertebración del sistema porque los espacios arquitectónicos creados pueden dar cabida a la estructura conceptual y a los diferentes tipos y caras del daño" (23) . De igual modo, se ha dicho que no se está ante un mero cambio de las tablas, sino ante un nuevo modelo (24) .




	
–  Pero, con todo, debe advertirse que el nuevo Baremo no ha demolido el edificio del derogado, pues ha aprovechado su arquitectura para remozarla en profundidad tanto por fuera como por dentro, quedando del anterior sólo parte de su fachada y algunas dependencias interiores mejor diseñadas.

	
–  Esta nueva regulación se inicia con una serie de disposiciones generales que constituyen el objeto del presente estudio; pero, antes de abordarlo, procede efectuar una serie de consideraciones básicas sobre la caracterización de esta nueva regulación.



h)  Los preceptos que integran el nuevo Baremo y su variada tipología


	
–  Al abordar el estudio del nuevo Baremo, Juan-Antonio Xiol Ríos ha destacado que constituye una regulación que en su conjunto parece obedecer a una amalgama de criterios que, ofreciendo un valor sistemático muy discutible, son el resultado de acumular el trabajo procedente de distintas fuentes y de preocupaciones metódicas que no superan el estadio descriptivo (25) . Atendiendo a la función o finalidad a la que sirven sus preceptos, señala el ilustre magistrado que se pueden diferenciar cuatro grupos o tipos de normas, constituidos por las reglas de acción, los enunciados de valor, las definiciones y las normas procedimentales (26) .

	
–  Dentro de las reglas de acción, distingue cinco subgrupos: 1) el de las que establecen el carácter preceptivo del sistema valorativo (27) ; 2) el de las que preordenan los conceptos que integran las tablas del anexo (28) ; 3) el de las que aplican, modulan o integran los conceptos incluidos en las tablas (29) ; 4) el de las que adaptan los conceptos previstos en las tablas a determinadas situaciones imprevistas (30) ; y 5) el de las que establecen excepciones las tablas (31) .

	
–  Respectos de los preceptos que contienen enunciados de valor, señala que suscitan la duda de si tienen un valor simplemente explicativo o interpretativo o sirven para suplir deficiencias de las tablas, señalando que esta última posibilidad aparece claramente vedada porque la Ley establece que únicamente pueden valorarse los conceptos expresamente tabulados, con lo que se está ante preceptos que tienen un puro valor interpretativo pero subordinado a lo establecido en las tablas (32) .

	
–  El tercer grupo está constituido por los preceptos que contienen definiciones y que cumplen así un carácter auxiliar respecto del funcionamiento de las tablas (33) .

	
–  El cuarto grupo está constituido por las normas de procedimiento, dentro de las cuales distingue las que prevén la deslegalización de determinados extremos del sistema (34) ; y las que regulan la forma de justificar o acreditar los daños o la indemnización (35) .








	 (1) 

	Sobre estas disposiciones, ver con muy distinto provecho: 1) Elena Agüero Ramón-Llin, Las indemnizaciones de las víctimas de accidentes de tráfico. El nuevo sistema de valoración de los daños y perjuicios personales. Ley 35/2015 de 22 de septiembre, Colección Guías Prácticas, Tirant lo Blanch, Valencia, 2015, pp. 117-125, 56, 95, 99; 2) Elena Agüero Ramón-Llin, Líneas maestras del Proyecto de Reforma del Sistema de Valoración del Daño Corporal en Accidentes de Circulación: el nuevo Baremo de indemnizaciones de tráfico, ponencia para Cursillo de Fiscales, 2015, junio, t. m., pp. 6-11; 3) José-Antonio Badillo Arias, Problemas prácticos que se plantean por la aplicación del nuevo sistema desde el punto de vista de las compañías aseguradoras, en AAVV, Daño, Responsabilidad y Seguro, dirección Mariano-José Herrador Guardia, cit., pp. 295-346 4) José-Antonio Badillo Arias, La responsabilidad civil automovilística. El hecho de la circulación, prólogo de Isabel Candelario Macías, Thomson Reuters/Aranzadi, Cizur Menor, 2016, pp. 227-245. 5) José-Antonio Badillo Arias/Antonio-Edelmiro González Estévez, Nuevo sistema de valoración de daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, en El nuevo Baremo de Daños. La Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, Thomson Reuters/Aranzadi, Cizur Menor, 2015, cap. 1, p. 38-51; 6) Germán Carrillo Olano, Las claves de la Ley de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación (Ley 35/2015), en AAVV, Especial Valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. 1 de enero de 2016: un nuevo Baremo, Manual electrónico (Smarteca) de Edit. Wolters Kluwer, dirección y presentación Antonio Martínez Nieto, con edición en papel, Las Rozas de Madrid, 2015 (177 pp.), tratándose de un trabajo repetitivo, pp. 15-29 (en concreto, pp. 15-16); 7) Laura Gázquez Serrano Introducción al sistema para la valoración de los daños y perjuicios personales en accidentes de circulación. Ámbito de aplicación, principios fundamentales del sistema de valoración, daños objeto de valoración y aplicación del sistema, en AAVV, Manual para la aplicación del sistema de valoración de daños de la Ley 35/2015, dirección Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2015, cap. 2, pp. 38-51, trabajo publicado aunque con título distinto (Cuestiones generales acerca del nuevo sistema para la valoración de los daños y perjuicios personales causados en accidentes de circulación, Actualidad Civil (digital), núm. 11, 2015, noviembre, La Ley 7414/2015, 16 pp.; 8) Antonio-Edelmiro González Estévez, Criterios generales para la determinación de la indemnización y novedades sustantivas y procesales, ponencia Curso sobre "Aplicación del nuevo sistema de valoración de daños personales por accidentes de tráfico", Inese, Madrid, 2016, septiembre/octubre, t. m. 71 pp.; 9) Vicente Magro Servet, Criterios generales para la determinación de la indemnización en el nuevo Baremo de Tráfico, en AAVV, Especial Valoración…, dirección Antonio Martínez Nieto, cit., tratándose de un trabajo sintético-descriptivo, pp. 33-45; 10) Miquel Martín Casals, Líneas generales de la propuesta de reforma del sistema valorativo y de sus disposiciones directivas, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XIV Congreso Nacional Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Sabadell, Noviembre 2014, coordinadores Francisco-Javier López García de la Serrana/Luis-Alfonso Orriols Martínez, Sepín, Las Rozas, Madrid, 2014, pp. 151-214; 11) Rafael Martín del Peso García, La prueba en el nuevo Baremo, en AAVV, Daño, Responsabilidad y Seguro, dirección Mariano-José Herrador Guardia, Lefebvre/El Derecho, Madrid, 2016, pp. 347-400; 12) Mariano Medina Crespo, Conservación y progreso en el nuevo Baremo de Tráfico: gozos y sombras por lo que resarce y deja de resarcir. Algunas verdades del barquero en pro y en pos de la justicia resarcitoria, en AAVV, Daño, Responsabilidad y Seguro, dirección Mariano-José Herrador Guardia, cit., pp. 437-449; 13) Mariano Medina Crespo, el nuevo Baremo de Tráfico. La actualización de las cuantías del sistema y la actualización valorista de los créditos resarcitorios reconocidos al aplicarlo. Comentario a los arts. 40 y 49 de la LRC y SCVM, introducidos por la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, Ponencia presentada en Curso de Formación del Consejo General del Poder Judicial sobre "Sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación", dirigido por Vicente Magro Servet, Madrid, 2016, octubre, t. m. 68 pp. 14) Antonio Olivares Espigares, Análisis desglosado de los criterios generales para la determinación del daño corporal. Sujetos perjudicados, momento de determinación de la indemnización, sustitución por renta vitalicia, cómputo de edades, pérdida de autonomía personal y otras definiciones a tener en cuenta, en AAVV, Manual para la aplicación del sistema de valoración de daños de la Ley 35/2015, dirección Francisco-Javier López García de la Serrana, cit., cap. 3, pp. 53-77; 15) Rosa-María Pérez Martínez, Perspectiva del proyecto de reforma del sistema de valoración del daño corporal, ponencia presentada en Jornadas de Especialistas en Seguridad Vial, dirigidas por Bartolomé Vargas Cabrera, Centro de Estudios de Jurídicos (Ministerio de Justicia), 2015, junio, t. m., pp. 9-125; 16) José Pérez Tirado, Algunos problemas prácticos en la aplicación del nuevo sistema de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación desde el punto de vista de los perjudicados, en AAVV, Daño, Responsabilidad y Seguro, dirección Mariano-José Herrador Guardia, cit., pp. 245-293; 17) Juan-Antonio Xiol Ríos, Reflexiones sobre la indemnización del daño personal a partir del nuevo Baremo, en AAVV, Daño, Responsabilidad y Seguro, dirección Mariano-José Herrador Guardia, cit. pp. 493-529.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Sobre estas reglas generales, ver 1) Mariano Medina Crespo, El sistema vinculante de valoración de los daños personales causados en accidente de circulación. Comentario crítico a las normas de un Anteproyecto (versión julio 1994), en AAVV, Responsabilidad del personal sanitario. Actas de Seminario conjunto sobre la responsabilidad del personal sanitario celebrado en Madrid los días 14, 15 y 16 de noviembre de 1994, Consejo General del Poder Judicial/Ministerio de Sanidad y Consumo, Madrid, 1995, coordinación José Martínez Martín, preparación de textos Alberto Jorge Barreiro/Paloma Martínez Gamo/Diego-José Martínez Martín, pp. 453-515, en concreto, pp. 457.474; 2) Mariano Medina Crespo, La valoración legal del daño corporal. Análisis jurídico del sistema incluido en la Ley 30/95, Dykinson, Madrid, 1997, pp. 151-245; 3) Jesús Fernández Entralgo, Valoración y resarcimiento del daño corporal. La reforma del sistema resarcitorio de los daños corporales derivados de la conducción de vehículos de motor, en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, Pons, Madrid, 1997, pp. 129-177; 4) Jesús Fernández Entralgo, La conceptualización de daños corporales. Mecanismos de resarcimiento de lesiones. Visión general de lo sistema. Razón de ser. Reglas generales, en AAVV, Valoración de los daños corporales. El sistema de la Ley 30/95, dirección Mariano Medina Crespo, Editorial Española de Seguros, Madrid, 1998, pp. 17-89. 5) Mariano Medina Crespo, Las normas o criterios generales del sistema. Las reglas explicativas, en AAVV, Valoración de los daños corporales. El sistema de la Ley 30/95, dirección Mariano Medina Crespo, Editorial Española de Seguros, Madrid, 1998, pp. 91-181); 6) Mariano Medina Crespo, La valoración civil del daño corporal. Bases para un tratado. Análisis jurídico del sistema incluido en la Ley 30/95. Doctrina y jurisprudencia, t. 3, vol. 1, Las reglas generales del sistema, Dykinson, Madrid, 1999, 464 pp.; 7) Luis-Fernando Reglero Campos, Accidentes de circulación: Responsabilidad Civil y Seguro, Thomson Reuters/Aranzadi, Cizur Menor, 2013, 3ª ed., actualizada, coordinada por José-Antonio Badillo Arias, con actualización de diversos autores, cap. 4, pp. 476-523; 8) Luis-Fernando Reglero Campos, Valoración de daños corporales. El sistema valorativo de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro de Vehículos a Motor, en AAVV, Tratado de Responsabilidad Civil, bajo su coordinación originaria, Thomson Reuters/Aranzadi, Cizur Menor, 2014, 5ª ed. coordinada por José-Manuel Busto Lago, t. 1, cap. 4, actualizado por Pilar Domínguez Martínez, pp. 540-590.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Sobre esta regla general, remito a Mariano Medina Crespo, La valoración civil del daño corporal. Bases para un Tratado. Análisis jurídico del sistema incluido en la Ley 30/95. Doctrina y jurisprudencia, Dykinson, Madrid, t.3, vol. 1, Las reglas generales del sistema, 1999, pp. 42-121.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Sobre esta norma, remito a ob. cit., pp. 213-235.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Sobre esta regla, remito a ob. cit., pp. 410-424.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	El concepto de beneficiario es ajeno por completo a la institución de la responsabilidad civil. Propio de los seguros de personas, su utilización en el Baremo derogado pone de manifiesto la procedencia de sus redactores.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Sobre esta regla, remito a ob. cit., pp. 322-325.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Sobre esta regla, remito a ob. cit., pp. 276-322; y Reflexiones iniciales sobre la renta como modalidad resarcitoria, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XII Congreso Nacional Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Cádiz, Junio 2012, coordinadores Fernando Estrella Ruiz/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2012, pp. 71-80.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Sobre esta regla, remito a ob. cit., pp. 326-355.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Sobre esta regla, remito a ob. cit., pp. 121-129.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Sobre este nuevo precepto, remito a Miquel Martín Casals, Líneas generales de la propuesta de reforma del sistema valorativo, cit., pp. 179-185; María del Carmen García Garnica, Aspectos básicos de la responsabilidad civil automovilística, en AAVV, Manual para la aplicación del sistema de valoración de daños de la Ley 35/2015, dirección Francisco-Javier López García de la Serrana, 2015, cit., cap. 1, pp. 17-38; José-Antonio Badillo Arias/Antonio-Edelmiro González Estévez, Nuevo sistema de valoración de daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, pp. 30-32; Miguel-Ángel de Dios de Dios, Criterios atributivos de responsabilidad. Nueva redacción del art. 1 de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor (Ley 35/2015), Revista digital Sepín de Responsabilidad Civil, Seguro y Tráfico, SP/DOCT/19844, 2016, enero, 18 pp.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Sobre esta regla, en su redacción originaria, remito a ob. cit., pp. 181-200. Pero, sobre ella, después de la adición mutiladora de que fue objeto en 2007, remito a: 1) Juan-Antonio Xiol Ríos, Tratamiento jurisprudencial de los gastos asistenciales futuros, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 40, 2011, 4º trimestre, pp. 9-24; artículo en el que propone la traslación de los criterios sustentados por las SSTS de 25 de marzo de 2010 (Xiol Ríos), pero con la puntualización de que, en este caso, no procede la limitación cuantitativa reconocida en aquéllas para el resarcimiento del lucro cesante causado por las lesiones permanentes laboralmente impeditivas. Ver también 2) Vicente Magro Servet, Análisis del tratamiento de los gastos de asistencia médica, hospitalaria y farmacéutica en los accidentes de circulación, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 28, 2008, 4º trimestre, pp. 9-46; 3) Ismael Solera Calleja, La indemnización por gastos futuros en los accidentes de circulación, Revista de Responsabilidad Civil, Circulación y Seguro (Inese), 2010, núm. 9, pp. 52-59; 4) Mariano Medina Crespo, Conservación y progreso en el nuevo Baremo de Tráfico: gozos y sombras por lo que resarce y dejar de resarcir. Algunas verdades de barquero en pro y en pos de la justicia resarcitoria, en AAVV, Daño, Responsabilidad y Seguro, dirección Mariano-José Herrador Guardia, 2016, cit., pp. 421-425. Véanse igualmente las siguientes encuestas: 5) Gastos médicos: ¿sólo pueden reclamarse al conductor responsable y a su compañía aseguradora los gastos médicos hasta la estabilización o curación? ¿Qué pasa, por ejemplo, con las prótesis futuras necesarias?, Cuaderno Jurídico Sepín Tráfico, núm. 19, 2008, SP/DOCT/3303, julio-agosto, pp. 5-13, con respuestas divergentes de Juan-Miguel Carreras Maraña, Joan Cremades Morán, Santiago Espinosa Blanco, Ángel-Vicente Illescas Rus, Vicente Magro Servet, Mariano Medina Crespo, Juan-María Pena Lasso y Carlos-Salvador Nagore Archilla; y 6) Regla 6ª del apartado primero del sistema legal valorativo: ¿Cabe el resarcimiento por los gastos médicos asistenciales a afrontar después de la sanidad?, coordinador Mariano Medina Crespo, Cuaderno Jurídico Sepín Tráfico, Circulación y Seguridad Vial, núm. 38, 2012/2, pp. 7-16, con opiniones discrepantes de Eduardo Baena Ruiz, Juan-Miguel Carreras Maraña, María-José Fernández Martín, Francisco-Javier Gonzálvez Vicente, Mariano Medina Crespo, Juan-María Pena Lasso y Rocío Pérez Cuesta.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Sobre este inciso, remito a ob. cit., pp. 205-213.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	La jurisprudencia no ha prestado particular atención a esta norma del inciso primero que, siendo particularmente relevante en su segunda expresión, incurre en el error de afirmar que la indemnización por daños morales es igual para todas las víctimas. Se trata de una norma que tenía que ser objeto de una interpretación restrictiva, pues ese igualitarismo sólo es predicable de las indemnizaciones básicas, pero no de los factores de corrección, ahora denominados perjuicios particulares, que precisamente se caracterizan porque su régimen valorativo está sujeto al discrimen. Excepcionalmente, la STS (Sala 4ª) de 15 de enero de 2014 (Desdentado Bonete) puntualizó que la expresión de que la cuantía de la indemnización por daños morales es igual para todas las víctimas no significa que todo daño moral tenga el mismo valor, aunque no centra la clave de la correcta interpretación, pues dice que el precepto quiere decir que no intervienen en la valoración de los daños morales los elementos ajenos al propio daño como son los perjuicios económicos.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Sobre este inciso, remito a ob. cit., pp. 235-273.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Sobre este inciso, remito a ob. cit., pp. 273-275.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Sobre este inciso, remito a Mariano Medina Crespo, ob. cit., pp. 275-276; y, con más amplitud, a ob. cit., t. 6, Las lesiones permanentes. Bibliografía, 2000, pp. 255-269. Con mayor amplitud, La ponderación del concurso de secuelas en el sistema valorativo de la Ley 30/1995, Revista de Derecho de los Seguros Privados, 1998, vol. 1, pp. 7-20. Igualmente, las propuestas que formulé en Bases concretas para una reforma conservadora del sistema legal valorativo, Revista Española de Seguros, vol. 131, 2007, núm. 3, pp. 285.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Sobre la previsión de este inciso, remito a obras citadas en nota anterior, pp. 275-276 y 255-269, respectivamente. También, La ponderación del concurso de secuelas, cit.; y Bases concretas para una reforma conservadora…, cit.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Sobre esta materia, ver Mariano Medina Crespo, Actualización valoristas e intereses moratorios en la Responsabilidad Civil, Bosch, Barcelona, 2010, 856 pp., más los addenda accesibles on-line.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Sobre esta materia, remito a Mariano Medina Crespo, Transmisión hereditaria del crédito resarcitorio por daños corporales. Reconocimiento y cuantía, Bosch, Barcelona, 2013, 735 pp.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Sobre este concepto, introducido en el Baremo de 1995 en 2003, remito a Mariano Medina Crespo, El tratamiento resarcitorio de las lesiones permanentes, a la luz de la nueva tabla VI del sistema valorativo, en AAVV, Guía unificadora de criterios en materia de Derecho de la Circulación Penal y Civil, coordinador Vicente Magro Servet, La Ley-Actualidad, Las Rozas de Madrid, 2005, pp. 355-392 (concretamente, pp. 373-375).


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Sobre ello remito a ob. cit., t. 3, vol. 2, Las consecuencias patrimoniales. El lucro cesante. Propuestas generales "de lege ferenda", 2000, pp. 61-53, 80-82.
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	 (23) 

	Juan-Antonio Cobo Plana, Metodología para valorar el daño corporal con el nuevo Baremo de Tráfico, prologo Mariano Medina Crespo. Presentación Xavier Coca Verdaguer, Bosch-Wolters Kluwer, Hospitalet de Llobregat, 2016, Libro 1, cap. 1, ap. 1.1, p. 23.
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	 (24) 

	Eugenio-Carolo Llamas Pombo, Algo más que un nuevo Baremo, Práctica de Derecho de Daños (La Ley-Actualidad), vol. 127, 2016, núm. 2, editorial, p. 1.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Reflexiones en torno al nuevo Baremo de autos, La influencia de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en el nuevo Baremo, ponencia 32º Congreso de Derecho de la Circulación (Inese), Madrid, 2016, abril, t. m., p. 4.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Idem.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Arts. 1.4 y 33.5, inciso primero (ibidem, p. 5).


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Ver relación de preceptos incluidos en este subgrupo en pp. 6-7. Señala que la importancia de estos preceptos radica en la posibilidad de apreciar contradicción entre ellos y las tablas que preordenan, habiéndose de determinar las consecuencias que acarrea esta situación, aunque señala que el problema se agrava porque la remisión a las tablas no siempre es explícita, de suerte que la función preordenadora debe deducirse de la tabla que incorpora sus conceptos y realiza su cuantificación.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Ver relación de preceptos incluidos en este subgrupo en pp. 8-9. Se trata de preceptos que sirven para integrar las tablas contando con un carácter complementario, radicando su importancia en que es preciso tenerlas en cuenta con un carácter instrumental al aplicar aquéllas.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Ver relación de preceptos incluidos en este subgrupo en pp. 9-10. Señala que alguna de estas reglas equivale prácticamente a la formulación de una nueva tabla o establece medios para suplir su inexistencia, destacando que hay cierto paralelismo de estas reglas con las tablas, pues intentan suplir determinados vacíos sin acudir a la creación de nuevas tablas o para completar las establecidas.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Ver relación de preceptos incluidos en este subgrupo en pp. 11. Son preceptos que, según señala, sirven a un intento de abrir una vía de escape frente al carácter cerrado del sistema valorativo.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Recoge como enunciados de valor los arts. 33.1 a 4, atinentes a los principios fundamentales del sistema de valoración (p. 11).


	 Ver Texto 




	 (33) 

	Ver relación de preceptos que contienen definiciones en p. 11, siendo de destacar que el primero de los que incluye es el art. 32, referente al ámbito de aplicación y alcance del sistema.


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Los preceptos que incluye en este subgrupo son los arts. 48, 125.5, 132.2, 132.3 y disposición final segunda, apartado 2.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	Los preceptos que incluyen este subgrupo son los arts. 35, 37, 113.6, 115.2, 116.2 y 117.2.


	 Ver Texto 
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2. Conservadurismo, transparencia estructural y componentes positivos del nuevo Baremo


 

a)  Excelencias y displicencias


	
–  Cualquier exposición general sobre el nuevo Baremo tiene que destacar sus gozos y sus sombras, sus aprecios y sus desprecios, lo que resarce y lo que deja de resarcir, lo que resarce bien (bene-ficencia) y lo que resarce mal (male-ficencia), lo que dice que resarce y lo que verdaderamente resarce, pues de todo hay en esta viña valorativa de la que su señor es el mundo asegurador que lleva haciendo gala de su poder autorregulador desde hace muchísimos años, traduciéndose ello en que el nuevo Baremo, al igual que el de 1995, aunque ahora de una forma algo paliada, ordena al sector asegurador que pague lo que él ha decidido que puede y quiere pagar.

	
–  El nuevo Baremo se acompasa así a los tiempos modernos porque, en definitiva, constituye bastante más que un maquillaje del de 1995. Se han suprimido, efectivamente, muchas de sus arrugas y se ha conseguido resaltar en buena medida su cara más complaciente, aunque en algunos puntos perfectamente detectables se ofrece el Baremo con una cara bastante dura.

	
–  Estamos ante un Baremo de admirable textura –su estructura–, pero de cortapisas espernibles; ante un Baremo de normas bien-hechoras y de normas mal-hechoras; de normas ferales y de normas feraces; un Baremo que mejora mucho lo anterior, pero no suficiente; un Baremo con contribuciones positivas de signo cualitativo y contenciones de signo cuantitativo que gusta de las rebajas; un Baremo ajeno a la integridad reparadora porque le es de esencia la parcialidad resarcitoria; un Baremo que no casa con la complacencia del total aprecio, pero tampoco con las elegías del puro desprecio; un Baremo que pone de manifiesta que no se configura un seguro de la responsabilidad automovilística acomodado a la responsabilidad que tiene que amparar, sino que diseña una responsabilidad civil acomodada al señorío de su seguro.

	
–  Se está ante un Baremo cuyas bondades se atenúan con el manejo combinado de diversas técnicas: la de la manipulación verbal (1) , la de las concesiones restringentes (2) , la de los silencios ominosos (3) , la de las expresiones crípticas (4)  y la del cambiazo disimulado (5) .



b)  Conservadurismo


	
–  En esta tesitura, resulta manifiesto el carácter conservador del nuevo Baremo (6) , pues persiste el objetivo de la parcialidad reparadora, aunque ahora (casi) sin disimulos ni tapujos, con sinceridad sonora y (siempre) con más prestancia técnica. Y es que, aunque de forma algo atenuada, el Baremo de 2015 constituye una nueva manifestación del fenómeno de autorregulación al que me he referido (7) ; fruto, en su caso, de unas extrañas e impuestas componendas de intereses opuestos copulados (8) . Porque, en definitiva, se ha impuesto que el asegurador tenga que abonar lo que él ha querido pagar, porque es lo que, según dice, puede pagar. Téngase en cuenta que, en términos generales, el Baremo de 1995 supuso una reducción del orden del 30% respecto de las indemnizaciones que la jurisdicción venía estableciendo entonces; y que, según sostiene el sector asegurador, el nuevo supone un incremento del 16,5% respecto de las cantidades que se venían abonando con el derogado.

	
–  Resulta paradójico que el principio de la reparación completa presida la disciplina común de la responsabilidad civil (así lo ha proclamado la jurisprudencia de modo constante en el ejercicio de su labor interpretativa, aunque los textos legales no lo hagan con explicitud) y que, en cambio, el Baremo de 2015, al igual que el de 1995, proclame su imperio para inmediatamente después desmentirlo e impedir su cabal realización; y las paradojas se subliman cuando se ha generalizado el criterio de aplicar de modo mecánico el viejo Baremo para valorar daños corporales ajenos al tránsito motorizado y cuando es pronosticable (de modo lamentable) que se haga lo mismo con el nuevo.



c)  Transparencia valorativa


	
–  Pero, destacado que el Baremo está sometido al principio de la reparación parcial, aunque proporcione un resarcimiento más razonable y menos fraccional que el que adjudica el derogado, debe resaltarse, además, su transparencia estructural, al haberse llevado a sus últimas consecuencias, casi de modo radical, el principio de la vertebración, con la consiguiente cesura de los perjuicios personales y de los perjuicios patrimoniales.

	
–  Por eso ya no hay que acudir a la interpretación pro vertebratione, porque el Baremo carece de reglas que se caractericen por su ambigüedad, por sus falsas insinuaciones o por la falta de determinación precisa de los perjuicios resarcidos, sin que ahora sean precisos unos esfuerzos hermenéuticos especiales para conseguir la adecuada taxonomía resarcitoria; esfuerzos que, lamentablemente, se han realizado de modo muy excepcional a lo largo de los 20 años de vigencia del Baremo derogado.

	
–  De este modo, culmina una larguísima etapa histórica que se inició, bajo el régimen de la judicialidad valorativa, mediante la elipsis críptica de los criterios manejados para determinar unas indemnizaciones globales o atmosféricas, sin que su promiscuidad permitiera saber qué cantidades correspondían a perjuicios personales y cuáles a perjuicios patrimoniales, ni, dentro de unos y otros, qué cantidad atendía cada uno de los diversos conceptos apreciables y, por tanto, sin poderse comprobar que se hubieran ponderado todos ellos ni el modo de computarlos. Por ello, resultaba imposible criticar las sentencias y conseguir su censura valorativa, porque no cabía acreditar que las soluciones adoptadas se sustrajeran al mandato principal de la reparación completa, al no poderse determinar lo que se resarcía y lo que dejaba de resarcirse ni, en aquel caso, cómo se resarcía.

	
–  El camino hacia la transparencia valorativa –ventilación que dicen los franceses; liquidación analítica que dicen los italianos– lo inició, de forma particularmente tímida, el Baremo ministerial de 1991; lo siguió, sin conseguirla del todo (dadas las ambigüedades e insinuaciones despistantes de su redacción) el Baremo de 1995; y ha llegado a su meta el de 2015, alcanzándose por fin la taxonomía del daño corporal y de sus heterogéneas consecuencias perjudiciales.

	
–  Téngase en cuenta que el Baremo derogado abunda en las falsas insinuaciones, empezando por afirmar que las indemnizaciones básicas comprenden un perjuicio patrimonial básico que no se sabe en qué consiste ni cómo se articula su inclusión, por la sencilla razón de que se trata de un camelo puesto al servicio del despiste para escamotear (disimular) la falta de atención reparadora de la perjudicialidad patrimonial.

	
–  Pero, a su vez, la regulación de algunos factores de corrección de las indemnizaciones básicas deja de explicitar su ajuste vertebrador, dando lugar a que, concretamente en el caso de la muerte, hecha abstracción del factor de corrección por perjuicios económicos (9) , se dé pie a sostener que reparan de forma promiscua perjuicios personales y patrimoniales.

	
–  Lo mismo sucede, en particular, dentro de la tabla de los factores de corrección por lesiones permanentes, con el de la incapacidad, que se ha interpretado como que resarce perjuicios de la doble índole, sirviendo para diluir la verdad de la preterición resarcitoria del lucro cesante.

	
–  Igual acontece con la regulación de los daños morales complementarios que ha dado lugar a que, con frecuencia, se cuantifique en función de la importancia de los menoscabos de actividad, pese a que una adecuada comprensión vertebrada permite captar que se está en el ámbito exclusivo de la dimensión estática del perjuicio fisiológico (10) .

	
–  La separación radical de los perjuicios personales y de los patrimoniales en el nuevo Baremo permite ahora comprobar si una determinada indemnización sirve o no a la reparación completa, permitiendo censurar los errores que se cometan al valorar los daños corporales del tránsito motorizado, por falta de aplicación o interpretación errónea de las reglas establecidas; y facilitando que se capten las deficiencias e insuficiencias de estas reglas, para salvarlas en el caso de los daños ajenos al tránsito motorizado.



d)  Catálogo de novedades fundamentales

	
–  Junto a su carácter conservador, el nuevo Baremo ofrece un carácter novedoso que, sin exageración, revoluciona en España la valoración del daño corporal y de sus heterogéneas consecuencias perjudiciales. Concreto al respecto una serie de novedades fundamentales:
	
•  1) la introducción de un conjunto de disposiciones generales dotadas de una calidad técnica muy apreciable, aunque en algunos casos manifiestamente mejorable (11) ;

	
•  2) la inmunidad atributiva de víctimas lesionadas que no sean conductores, cuando sean menores de 14 años o personas carentes de capacidad de culpa civil (12) ;

	
•  3) la depuración de su estructura bipartita y su ajuste (aunque incompleto) (13)  a la teoría normativa del doble trípode de circunstancias de índole dañosa;

	
•  4) la racionalidad conceptual del resarcimiento de los perjuicios personales causados por las lesiones temporales y permanentes, con referencia concreta al tratamiento de los perjuicios particulares (14) , sometiéndolos a una incompleta simetría;

	
•  5) la racionalidad conceptual del resarcimiento de los perjuicios personales causados por la muerte;

	
•  6) la racionalidad conceptual del resarcimiento de los diversos daños emergentes que, a lo largo del resto de su vida, sufren muchos lesionados después de estabilizarse sus secuelas; y

	
•  7) la básica racionalidad del resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte y por las lesiones permanentes laboralmente impeditivas, corrigiéndose el grosero defecto en que incurría el Baremo derogado como ejemplo sublime de una regulación agotada en su enunciado (nuda verba tenemus).






e)  Las disposiciones generales

	
–  Su estudio constituye el objeto de la presente obra, limitándome aquí a su enumeración y a algunos preludios parciales a pie de página. Estas disposiciones se concretan:
	
•  en la delimitación del ámbito aplicativo de la regulación valorativa (art. 32);

	
•  en el enunciado de los principios fundamentales del sistema, con la especificación de su contenido (art. 33) (15) ;

	
•  en la determinación de los daños objeto de valoración (art. 34) (16) ;

	
•  en la concreción de los requisitos precisos para aplicar de modo correcto la nueva disciplina valorativa (art. 35);

	
•  en la selección de los sujetos perjudicados, identificados con la víctima del accidente y los perjudicados catalogados en el caso de la muerte, con la previsión excepcional del resarcimiento restringido de unos perjuicios patrimoniales originados por el tratamiento psicológico/psiquiátrico de los familiares de los fallecidos y grandes lesionados (art. 36);

	
•  en la exigencia de que se cuente con informe médico ajustado a las reglas establecidas para determinar y medir las lesiones temporales y permanentes (art. 37.1);

	
•  en la afirmación de los deberes recíprocos de colaboración de perjudicados y aseguradoras para identificar las lesiones padecidas y su alcance (art. 37.2 y 3) (17) ;

	
•  en la fijación del momento en que ponderar las diversas circunstancias para valorar los perjuicios padecidos (art. 38) (18) ;

	
•  en el cómputo de edades (art. 39) (19)  que se regula superando la anarquía propia del Baremo derogado;

	
•  en la concreción del momento determinante de las cuantías de las diversas partidas resarcitorias, quedando definido así el estatuto valorativo al que queda sometido cada accidente (art. 40) (20) ;

	
•  en la adopción del criterio valorista que se propone evitar, de un lado, la congelación de las indemnizaciones y, de otro, la sobreactualización, evitándose tanto la persistencia del empobrecimiento del perjudicado como la generación de su enriquecimiento (art. 40) (21) ;

	
•  en la regulación de la renta vitalicia y de la conversión de la indemnización alzada en renta vitalicia y viceversa (arts. 41 y 42) (22) ;

	
•  en la revisabilidad de las indemnizaciones establecidas por la alteración sustancial de las circunstancias o por la aparición de daños sobrevenidos (art. 43) (23) ;

	
•  en la transmisión hereditaria del crédito resarcitorio por daños corporales del perjudicado que fallece prematuramente (24) , con la regulación de la cuantía de la indemnización por lesiones temporales (art. 44), por secuelas (art. 45) (25)  y por gastos (art. 46), con el régimen de compatibilidad en caso de que el fallecimiento se deba al mismo accidente (art. 47);

	
•  en la pintoresca regulación relativa a las bases técnicas actuariales que se dice ha de establecer el Ministro de Economía y Competitividad (at. 48) (26) ; y

	
•  en la regulación de una actualización de las cuantías resarcitorias que se establecer al margen de un criterio de signo valorista (art. 49) (27) .






f)  La inmunidad atributiva de los lesionados menores de 14 años y de los carentes de capacidad de culpa civil

	
–  La LRC y SCVM ha introducido una importante modificación que afecta a la cuestión valorativa, consistente en la inmunidad atributiva de los lesionados menores de 14 años y de los que carezcan de capacidad de culpa civil (28) . Efectivamente, el párrafo segundo del art. 1.2 de la Ley establece lo siguiente: "En los supuestos de secuelas y lesiones temporales (29) , la culpa exclusiva o concurrente de víctimas no conductoras de vehículos a motor que sean menores de 14 años o que sufran un menoscabo físico, intelectual, sensorial u orgánico que les prive de capacidad de culpa civil, no suprime ni reduce la indemnización (30)  y se excluye la acción de repetición contra los padres, tutores y demás personas físicas que, en su caso, deban responder por ellas legalmente (31) . Tales reglas no procederán si el menor o alguna de las personas mencionadas han contribuido dolosamente a la producción del daño" (32) .
	
•  Parece que el efecto exonerador de la culpa exclusiva de la víctima se liga en exclusiva a que ésta tenga capacidad de culpa civil cuando se trate de lesiones; pero, en el caso de fallecimiento, opera aunque carezca de tal capacidad. Tenga o no capacidad de culpa civil, la víctima que causa en exclusiva su muerte no genera indemnización alguna.

	
•  En realidad, la norma no dice que los menores de 14 años carezcan necesariamente de capacidad de culpa civil, sino que gozan del privilegio de la inmunidad atributiva, por virtud del cual perciben el importe total del valor de los perjuicios sufridos por ellos en caso de lesiones. Gozan de tal inmunidad, por tanto, dichos menores, tengan o no discernimiento, es decir, tengan o no capacidad de culpa civil, dado que se tiene si se tiene discernimiento, aunque no se hayan cumplido los 14 años (33) .

	
•  La inmunidad regulada constituye una medida social muy positiva que desnaturaliza la conmutatividad de la institución de la responsabilidad civil (34)  y que se justifica por la singularidad de la presencia del seguro obligatorio que impide que el conductor nominado como responsable tenga que hacer frente a una indemnización que sería injusta si no estuviera amparada por aquél (35) . Se está ante un resarcimiento que, amparado por el seguro, corresponde, más que a una cobertura de responsabilidad civil, a la proporcionada por un seguro de accidentes que satisface necesidades concretas y no las abstractas que contempla el diseño legal de esta modalidad resarcitoria (36) .

	
•  Constituye por ello una norma excepcional que, en mi concepto, no puede aplicarse por analogía fuera del tránsito motorizado (37) . Norma excepcional que, desde la perspectiva de la pura conmutatividad, es injusta (contra reum) en el (casi) imposible caso de que la indemnización reconocida al lesionado sobrepase la cobertura del seguro obligatorio, dado que éste proporciona su fundamento justificativo. Injusticia que se impediría de modo radical si dicho seguro careciera de límite cuantitativo por daños corporales, sin que ello hubiera de tener una particular trascendencia, habida cuenta que los límites reales son los que resultan, precisamente, del Baremo. Ello conllevaría la desaparición del seguro voluntario de responsabilidad civil sin efecto negativo alguno y con el positivo de que se evitarían las interpretaciones extravagantes que, a veces, se realizan en relación con él. Estamos, en definitiva, ante una concreta manifestación del fenómeno conocido como responsabilidad por aseguramiento.

	
•  Con todo, es una medida social de alcance personal limitado, pues tendría que haberse hecho extensiva a los ancianos a partir de determinada edad (por ejemplo, 75 años), aceptando las pautas que impone la legislación francesa para una adecuada protección de las víctimas que no sean conductores.






g)  La depuración de la estructura perjudicial y resarcitoria

	
–  La depuración de la estructura perjudicial y resarcitoria viene determinada porque el nuevo Baremo se ajusta a la vertebración que se enuncia como principio institucional de la valoración del daño y se lleva a sus naturales consecuencias, con la separación radical de los perjuicios personales y de los perjuicios patrimoniales; y con la distinción, dentro de los primeros, de los perjuicios básicos, de los particulares y de los excepcionales (38) , así como, dentro de los segundos, con la nítida separación de los diversos daños emergentes y de los diversos lucros frustrados, aunque sin permitir el resarcimiento de perjuicios de índole excepcional.
	
•  Se pone así término a cualquier promiscuidad perjudicial y, por tanto, a cualquier promiscuidad resarcitoria que es la técnica atécnica con la que se soslaya el cabal resarcimiento de los perjuicios padecidos.

	
•  Pese al espíritu de contención resarcitoria que contiene el nuevo Baremo, pese a sus notables elementos de cicatería y pese a sus defectos técnicos, no hay en el Derecho comparado un Baremo ni un diseño de indemnizaciones en responsabilidad civil que se aproxime a las excelencias de su construcción.

	
•  Con todo, no es de recibo que esa excelente estructura funcione como superestructura puesta al servicio estructural de una reparación que no se compadece con la plenitud resarcitoria. Por eso he escrito que suscribo la calidad del nuevo Baremo, pero no lo poco de sus muchas restringidas cantidades (39) .






h)  La racionalización del resarcimiento de los perjuicios personales básicos causados por las lesiones permanentes


	
–  La racionalización (relativa) del resarcimiento de los perjuicios personales básicos causados por las lesiones permanentes se manifiesta en la regulación concreta de supuestos que el Baremo derogado previó pero no desarrolló tabularmente, como el tratamiento resarcitorio de las secuelas interagravatorias y el de las secuelas agravadas por el estado previo.

	
–  El nuevo Baremo trata de brindar un tratamiento paralelo al resarcimiento de los perjuicios personales causados por las lesiones temporales y por las secuelas; pero sólo lo consigue parcialmente y con técnica dislocada. Por la búsqueda de ese paralelismo, el neoconcepto de los perjuicios personales consistentes en la pérdida de calidad de vida causada por las secuelas se lleva al tratamiento de las lesiones temporales, fijándose una concreta cantidad en atención a la distinta intensidad de su afectación peyorativa.

	
–  Pero hay una diferencia fundamental entre la composición resarcitoria del perjuicio personal básico causado por las secuelas (en su doble dimensión estática de perjuicio fisiológico y de perjuicio estético) y la configuración del correspondiente a las lesiones temporales. En el caso de las secuelas, para fijar el perjuicio básico, psicofísico y estético, se atiende, mediante la técnica de puntos (es decir, mediante la del porcentaje convencional establecido), a la medición de su distinta intensidad, mientras que en el caso de las lesiones temporales no se tiene en cuenta para nada esa variación, puesto que se establece una única cantidad para resarcirlo.

	
–  Naturalmente, la técnica paralela se habría desarrollado si se hubiera establecido una tabla para la medición y valoración del perjuicio personal básico temporal en atención a su distinta intensidad mediante la fijación del porcentaje de menoscabo que suponga cada día en que dure la lesión, para entonces, partiendo de una cantidad asignada a un máximo de 100, establecer la cantidad proporcional correspondiente a cada día de lesión que implique un porcentaje inferior.

	
–  Esto conllevaría, a su vez, que, una vez computado de modo diferenciado el perjuicio básico causado por las lesiones temporales, habría que ponderar, como se ha hecho, el valor económico asignado a la pérdida de calidad de vida correspondiente al período de lesiones temporales, es decir, atendiendo a la dimensión dinámica del perjuicio fisiológico causado.

	
–  Estas consideraciones llevan a sostener que, cuando se adjudica un determinado valor a las secuelas para fijar el importe del perjuicio básico, se están computando desde la fecha del siniestro y no desde la fecha de la estabilización lesional, pues, salvo supuestos excepcionales, las secuelas existen, incluso con mayor grado, desde que se produce el siniestro y no desde que se alcanza la sanidad, aunque esa consideración resulta desmentida en el caso de que el lesionado cure sin secuelas, pues entonces es inevitable la conclusión de que la intensidad del perjuicio temporal no es objeto de la más mínima valoración.

	
–  Así las cosas, el resarcimiento de los perjuicios personales causados por las lesiones en el nuevo Baremo se caracteriza por el descubrimiento de las normas preteridas en el funcionamiento del derogado, poniéndose fin a sus disimulos; y es que, además de las normas que se dice que no son y de las que tendría que haberse dicho que sí son (el mandato de la reparación íntegra, el de la reparación de los perjuicios excepcionales y el de la reparación del lucro cesante), hay las normas que son pero que parece que no son y que de hecho no lo han sido (efecto agravatorio de las secuelas interagravatorias y el efecto agravatorio del estado previo), hay las normas que podrían haber sido y que de hecho no lo han sido (desglose de los daños morales complementarios y pérdida de calidad de vida) y las normas que sí son y que de hecho lo han sido con fruición (las relativas al efecto disminuidor del estado previo y al efecto exonerador o disminuidor de la culpa de los inimputables).

	
–  Hay que analizar así el antes y el ahora de la reparación íntegra, de la reparación del lucro cesante, de las secuelas interagravatorias, del efecto agravatorio del estado previo, del desglose de los daños morales complementarios, de la pérdida de calidad de vida, del efecto disminuidor del estado previo y de la culpa de los inimputables.

	
–  El funcionamiento del Baremo derogado se ha regido, en definitiva, por la ley del embudo mediante una aparente paradoja: dentro de una misma regla (la 7ª de su apartado primero), las normas que sirven para resarcir quedan privadas de rango normativo –unas, de modo consciente; otras, de modo inconsciente–, mientras que las que sirven para no resarcir o para reducir el resarcimiento lo ven reconocido con enorme brillantez y eficacia.



i)  La racionalización del resarcimiento de los perjuicios personales particulares causados por las lesiones temporales y permanentes

	
–  A su vez, la racionalización del resarcimiento de los perjuicios personales particulares causados por las lesiones temporales y permanentes (40)  se traduce en el resarcimiento del perjuicio causado por cada intervención quirúrgica (41)  y en el reconocimiento separado de los daños morales complementarios por razón del perjuicio fisiológico permanente (secuelas) y del estético (42) , así como, sobre todo, en el resarcimiento de la pérdida de calidad de vida causada por las lesiones temporales y por las secuelas, impidiendo que, dentro de la dimensión dinámica del perjuicio fisiológico permanente, se incluya con engañifa la reparación de unos perjuicios patrimoniales que discurren por un distinto derrotero normativo.


j)  La racionalización del resarcimiento de los perjuicios personales causados por la muerte

	
–  La racionalización del resarcimiento de los perjuicios personales causados por la muerte se manifiesta en haberse llevado a sus últimas consecuencias el principio del perjuicio propio y capital, desapareciendo (casi todas) las viejas desinencias de signo hereditario, con eliminación de los grupos excluyentes de perjudicados y estableciéndose las categorías de unos perjudicados, cuya compatibilidad determina la de los respectivos resarcimientos; y, a su vez, se ha consagrado de modo explícito el principio de la doble presunción iuris tantum: la positiva de que sufre un perjuicio personal resarcible quien esté catalogado y la negativa de que no lo padece quien esté descatalogado.	
•  Por otra parte, los antiguos factores personales de corrección, reconocidos ahora como perjuicios particulares de índole personal, son objeto de una regulación depurada, más aquilatada, más equilibrada y más tutelar (43) .





k)  La racionalización parcial del resarcimiento de los daños emergentes que muchos lesionados sufren después de estabilizarse las secuelas


	
–  La racionalización del resarcimiento de los diversos daños emergentes que muchos lesionados sufren, a lo largo del resto de su vida, después de estabilizarse sus secuelas es objeto de una regulación detallada (pero limitativa y mutilante) que afecta a diversos importes: por los gastos asistenciales; por los gastos de rehabilitación (44) ; por los productos de apoyo que se necesiten; por las prótesis y órtesis que se precisen; y por la ayuda personal necesitada.

	
–  Véase la singularidad de la regulación del resarcimiento de los gastos asistenciales futuros que, de acuerdo con los arts. 113 y 114, se liquidan sólo a los centros públicos y privados asimilados en virtud de convenios concertados por el sector asegurador, sin que se prevea en absoluto algo tan elemental como que el asegurador tenga que resarcir por esos servicios al perjudicado en el caso de que los afronte con su peculio.

	
–  Si ya fue escalofriante que en 2007 el Legislador se permitiera el lujo de confiscar el resarcimiento de los gastos asistenciales futuros, para servir en exclusiva a los intereses del sector asegurador, sigue siendo intolerable que se disfrace la nueva regulación con una careta asaz positiva, pues, aparte el conjunto de limitaciones y exigencias que contempla, parece en principio cerrar la vía al verdadero resarcimiento del perjudicado.

	
–  Véase que la injusticia legal que convalidó la SAP de La Coruña (Sección 6ª, Santiago de Compostela, Civil) de 15 de marzo de 2016 (Gómez Rey) se convalidaría también a la luz del nuevo Baremo si no es objeto de una interpretación correctiva de cariz ampliatorio. Dicha sentencia confirmó la exclusión del resarcimiento de aquellos gastos asistenciales que había tenido que soportar el lesionado después de estabilizarse sus lesiones, invocándose al respecto la exclusión introducida en el Baremo de Tráfico en 2007 (45) .

	
–  El resarcimiento correspondiente a la adquisición de productos de apoyo se circunscribe a los lesionados permanentes que sufran una pérdida muy grave o grave de su autonomía personal (art. 117). Pero la exclusión resarcitoria que tal regulación comporta, al no incluir la protección de los que sufran lesiones de menor gravedad, acredita que el Baremo está sujeto a una técnica de reparación parcial.

	
–  El resarcimiento se circunscribe a los lesionados que tengan una secuela que alcance los 50 puntos o secuelas concurrentes que alcancen los 80, así como a los que, no alcanzando las indicadas puntuaciones, necesiten la ayuda de tercera persona por estar especialmente afectada su autonomía personal (art. 121). Pero la exclusión resarcitoria que tal regulación comporta determina que, al quedar afectados en su autonomía de forma no especial, haya lesionados que no obtengan resarcimiento, y ello supone, por tanto, que el Baremo está sujeto a un principio de reparación parcial.



l)  La racionalización del resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte y por las lesiones permanentes

	
–  La racionalización del resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte y por las lesiones permanentes supone una verdadera revolución en nuestro Derecho, pues, después de una tradición ultracentenaria de preterición efectiva, mantenida con el Baremo de 1995 (46)  (47)  y convalidada por el TC (48) , se regula por primera vez de modo técnico (49) , impidiéndose que quede escamoteado en consonancia con aquélla, por la consideración de que in operis futuris cessat Aquilia (50) , siendo escasísimos los supuestos en que se ha reconocido de forma efectiva un lucro cesante (operæ amissæ, operæ amittendæ; amissio operarum) causado por la muerte o por la lesión permanentes impeditiva, sin vertebración alguna (51)  o con una vertebración más o menos explicitada.
	
•  El nuevo Baremo regula de forma cabal cualquier lucro cesante, tanto el presente como el futuro, es decir, tanto el que originan las lesiones temporales como el que producen las muertes y las lesiones permanentes. En cuanto al resarcimiento del lucro cesante causado por las lesiones temporales, el nuevo Baremo prescinde de la irregular y muy limitada aportación realizada por la STC 181/2000, de 29 de junio (García Manzano), respecto de que procedía el pleno resarcimiento del lucro cesante causado por las lesiones temporales cuando el conductor responsable había actuado con culpa exclusiva y relevante, habiéndose de aplicar en otro caso el factor de corrección por perjuicios económicos. De este modo, incorporada esa aportación al texto del Baremo derogado, el resarcimiento del lucro cesante causado por las lesiones temporales se circunscribía a la aplicación del factor corrector por perjuicios económicos en el caso de que se estuviera ante un supuesto de falta de culpa probada del conductor responsable, para responder éste del lucro cesante en pleno en el caso de estar probada su culpa relevante. Con ello el TC dio lugar a una dianomía contraria al propio sentido de la LRC y SCVM.

	
•  A su vez, se resarce el lucro cesante futuro, tanto en el caso de la muerte como en el de las lesiones permanentes de tipo impeditivo, fijándose una serie de reglas que se han plasmado con desigual acierto (52)  en las cuantías establecidas en las correspondientes tablas. Asimismo, el nuevo Baremo pondera la pérdida de capacidad de ganancia, regulándose de modo específico el resarcimiento del lucro cesante del lesionado permanente que, por razón de edad, no había tenido la ocasión de acceder al mercado laboral; materia que apenas cuenta con antecedentes positivos y que cuenta, en cambio, con lamentables antecedentes negativos.

	
•  Como mérito añadido, debe destacarse que, disciplinado el resarcimiento del estricto lucro cesante, la nueva regulación incluye también el que, bajo tal concepto, corresponde al valor económico de las tareas del hogar por la imposibilidad de desempeñarlas, aunque con importantes e injustificadas restricciones (53) .

	
•  De cualquier forma, no es éste el lugar en el que destacar los muchísimos defectos en que incurre la regulación del lucro cesante causado por la muerte y por las lesiones permanentes, con referencia particularísima a los errores de las tablas correspondientes, siendo particularmente llamativo el sinsentido que tiene la construcción de una tabla para el resarcimiento del lucro cesante causado por la incapacidad permanente laboral cuando es de alcance parcial, teniendo en cuenta que, según el texto legal, dicho lucro se contrae a dos anualidades de ingresos, con descuento a su vez del importe que el lesionado perciba como compensación por tal pérdida a través de la SS (54) . Hay una nítida colisión entre la regulación del texto legal y las previsiones de la correspondiente tabla, pues ciertamente no tendría que existir tabla alguna al respecto, por la sencilla razón de que, si legalmente se tasa el perjuicio del lucro cesante en el importe de los ingresos laborales netos de dos anualidades y, caso de ser el lesionado un trabajador por cuenta ajena, la incapacidad da lugar a una prestación social cuantificada en dos anualidades de sus ingresos, es evidente que, en tal caso no hay lucro cesante alguno en términos estrictamente legales, sin perjuicio de que lo haya, pese a la limitación legal (55) . A su vez, si el lesionado no es trabajador por cuenta ajena y no percibe esa prestación social, legalmente tendría que ser resarcido, no en la cantidad que resulte de la tabla, sino en el importe total neto de los ingresos de dos anualidades.






m)  Recapitulación


	
–  Como recapitulación de los puntos reseñados, dejo constancia de que el nuevo Baremo se caracteriza por ser conservador, depurador, consecuente, matizador y revolucionario.

	
–  Es conservador en cuanto a su contenido porque, en definitiva, se ajusta a una técnica de reparación parcial, sin que proporcione una reparación completa que se predica como principio fundamental para desmentirlo, aunque se aleja de la integridad reparatoria bastante menos que el Baremo derogado, tal como ha sido generalmente interpretado.

	
–  Es depurador en cuanto a su estructura, porque el principio vertebrador se lleva (casi) hasta sus últimas consecuencias, con un enfoque radical, es decir, de profundidad técnica, caracterizándose fundamentalmente por la transparencia y la no confusión de los conceptos perjudiciales resarcidos.

	
–  Es consecuente en cuanto al resarcimiento de los perjuicios personales causados por la muerte porque lleva casi a sus últimas consecuencias el principio del perjuicio propio y capital que, pregonado jurisprudencialmente desde hace muchos años, nunca se encaró con pleno rigor, ni lo encaró en tal sentido el Baremo de 1995, que dio un paso más, pero no definitivo, en su consecución; y este paso es el que ahora ha dado la nueva regulación valorativa, aunque ofrece al respecto algunos puntos disonantes.

	
–  Es matizador en lo que refiere al resarcimiento de los perjuicios personales causados por las lesiones temporales y permanentes porque, partiendo de la regulación derogada, puntualiza el cabal sentido de los perjuicios personales causados por los impedimentos personales de actividad que se reconducen a un concepto sintético –el de la pérdida de calidad de vida– que maneja para el tratamiento resarcitorio tanto de las secuelas como de las lesiones temporales; y, a su vez, introduce reglas para hacer efectivas previsiones que, contempladas de modo genérico en el Baremo derogado, no han sido objeto de aplicación por su falta de concreción, cual sucede con el efecto agravatorio de las secuelas sinérgicas y el efecto agravatorio de un estado previo.
	
•  El Baremo derogado regulaba el resarcimiento correspondiente al efecto agravatorio de las secuelas sinérgicas, aunque lo hacía con una terminología tan inapropiada y en términos tan genéricos que su previsión ha pasado desapercibida por completo durante veinte años, como si ciertamente no existiera, hasta el punto que ahora la nueva regulación se destaca como absolutamente novedosa, sin tener para nada el precedente que contenía la regulación derogada.

	
•  Dicha regulación se contenía al respecto dentro de un complejo artículo que fundamentalmente ha operado durante años como letra muerta, salvo para las previsiones de eliminación o reducción indemnizatoria.

	
•  La genérica previsión del Baremo derogado ha sido ahora sustituida por una previsión concreta que, contenida en el art. 99, dispone que, en el caso de secuelas interagravatorias que no estén contempladas por su bilateralidad en el Baremo médico, se ha de ponderar el efecto interagravatorio mediante el incremento de un 10% de la puntuación resultante de aplicar la regla relativa al concurso ordinario de secuelas (regla de Balthazard).

	
•  Con ello se consigue algo muy similar a lo que se consiguió con el Baremo originario, pues, referente la nueva regla sólo a la ponderación de las secuelas interagravatorias atípicas, el incremento establecido es tan menor que realmente carece de incidencia práctica, de modo que la nueva regulación responde al objetivo de evitar que se aplicara el criterio de la suma aritmética de los puntos asignados a las secuelas afectadas, que es el criterio al que debería acudirse de conformidad con los antecedentes que nuestro ordenamiento contaba en esta materia.





	
–  Finalmente, es revolucionario en cuanto al tratamiento resarcitorio de los perjuicios patrimoniales porque, aparte de separarlos radicalmente de los perjuicios personales, regula en concreto el lucro cesante causado por las lesiones permanentes y por la muerte, propiciando que este perjuicio, tan pregonado, tan citado y tan negado, se repare seriamente y con rigor sistemático por primera vez en el país, introduciéndose además reglas relativas también al resarcimiento de otros perjuicios patrimoniales futuros.

	
–  Con todo, pese a sus muchos defectos cualitativos y cuantitativos, casi todos ellos debidos a las imposiciones de un malversador consenso del que es expresión, lo cierto es que el nuevo Baremo constituye, al menos desde un punto de vista estructural, el mejor de los sistemas valorativos existentes en Europa. Como se ha escrito con acierto, el nuevo sistema supone que España se ha situado en esta materia en la vanguardia de los países de nuestro entorno (56) .

	
–  El nuevo Baremo ha dado un importante paso de progreso que se ha conseguido después de superar los renglones torcidos de la legalidad modificada y de la judicialidad que la interpretaba, aunque, al establecerse una serie importante de limitaciones cualitativas y cuantitativas que impiden la consecución de la integridad reparatoria, habrá de esperarse a una reforma ulterior que consiga su realización. De suyo, la implantación de topes indemnizatorios impide la consecución de la integridad reparatoria.

	
–  Durante varios años sostuve que el sistema legal valorativo de 1995 no era un Sistema de Baremos, sino un Sistema con Baremos, por considerar que los Baremos constituían parte del Sistema que estaba puesto al servicio de una reparación completa de los perjuicios padecidos.

	
–  Pero, con el tiempo, se impuso el criterio de que el sistema estaba puesto por esencia al servicio de una reparación parcial y, al tiempo, se fue imponiendo la propia denominación de Baremo para identificarlo, con lo que ya no sólo se estaba acudiendo a una expresión plástica y simplificada, sino que se acudía a un concepto que era de suyo expresivo de la parcialidad resarcitoria a la que servía. Hasta tal punto se ha impuesto la consideración del sistema como un Baremo, que la propia Exposición de Motivos de la Ley de 22 de septiembre de 2015 se hace eco de este concepto y por razones de simplificación termina por acogerlo.

	
–  Lo cierto es que un Sistema de Baremos puesto al servicio de limitar el resarcimiento de los perjuicios resarcibles no es un Sistema sino que es efectivamente un Baremo. Pero, técnicamente, un Baremo, dentro del ámbito de la responsabilidad civil, sólo tiene sentido si forma parte de un Sistema y éste sólo lo es si está puesto al servicio de una reparación completa. Por eso, es correcto, en definitiva, identificar el nuevo sistema legal valorativo con un Baremo, aunque cuente con la estructura de lo que tendría que ser un sistema que no estuviera puesto al servicio de una reparación parcial y que, de modo explícito, impide que sea total.

	
–  Conceptualmente, un buen Baremo no tiene que ponerse al servicio de una reparación parcial, pues si el Baremo se identifica con una adecuada vertebración en sus diversos niveles, el carácter demostrativo de lo que resarce y de lo que deja de resarcir permite que se alcance una reparación completa.

	
–  Pero, junto a las bondades intrínsecas del Baremo como técnica valorativa para cuantificar la responsabilidad civil por daños corporales, es decir, junto a su beneficio, hay sus maldades, es decir, su maleficio, pues, si bien es cierto que introduce la vertebración del daño y que habilita el control del cumplimiento de la reparación completa, su uso puede generar (y de hecho ha sido así) la enfermedad contagiosa de la "baremitis" en todos los operadores jurídicos, tramitadores de aseguradoras, abogados, peritos médicos y jueces, traduciéndose en considerar que lo que no está en el Baremo no está en el Sistema del que forme parte; y que lo que no dice el Baremo no lo dice el Sistema.

	
–  Manifestaciones concretas de una baremitis que da lugar a considerar que no está en el Sistema lo que no está en el Baremo es, visto el Baremo derogado, el tratamiento pericial y resarcitorio de que durante estos años han sido objeto las secuelas interagravatorias, pese a la previsión normativa contenida en la norma del inciso tercero de la regla general 7ª del apartado primero, sucediendo lo mismo con el tratamiento pericial y resarcitorio del efecto agravatorio del estado previo y sucediendo algo parecido, por su falta de consideración explícita, con el tratamiento pericial y resarcitorio de las secuelas excedentes.

	
–  Lo mismo sucede con el tratamiento de los perjuicios excepcionales o atípicos, con referencia tanto a los intrínsecamente excepcionales como a los extrínsecamente excepcionales, pues, contemplados en la mencionada regla general, su previsión ha funcionado como puramente literaria y, por tanto, carente de real encarnadura.

	
–  A su vez, manifestaciones concretas del otro síntoma de la baremitis, es decir, por la consideración de que no dice el Sistema lo que no dice el Baremo, fue hasta la reforma del año 2003 la cuestión relativa a que no puede valorarse con autonomía una secuela que forme parte de otra ni puedan computarse separadamente las secuelas relativas a un concreto miembro hasta alcanzar una puntuación superior a la que corresponde a su pérdida o inutilidad completa.

	
–  También forma parte del mismo síntoma el desconocimiento de que el factor de corrección de la incapacidad permanente previsto en la tabla IV del Baremo derogado correspondía a los perjuicios de actividad ligados a las lesiones permanentes, es decir, al daño fisiológico en su expresión dinámica, al corresponder la indemnización básica al exclusivo resarcimiento del perjuicio fisiológico en su dimensión estática.

	
–  Pues bien, los anteriores defectos de comprensión y aplicación del Baremo derogado, con la salvedad de los que se salvaron en 2003, los ha corregido ahora el nuevo Baremo.








	 (1) 

	Me refiero al concepto de objetivación que contiene el art. 32.1 y que clarifica el 32.5.
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	 (2) 

	Se manifiesta en la regulación del resarcimiento de los perjuicios excepcionales (art. 33.5), en la del resarcimiento del duelo patológico (art. 36.3) y en la de la oficialidad condicionada de la modalidad resarcitoria consistente en una renta vitalicia (art. 41).
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	 (3) 

	Son manifestaciones de esta técnica, la insistencia en que, para el resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte y por las secuelas, los ingresos computables son los netos y la omisión de que sea neto el importe de las pensiones deducibles (arts. 80, 81, 83, 86; 126, 127, 132; 143.1, 143.3), sin que haya forma de saber el criterio al que se hayan atenido las bases técnicas actuariales, al quedar impedida su comprobación; la no explicitación de la consecuencia de que el perjudicado demuestre que no percibe la pensión pública que se le supone o que la percibe por un importe inferior al estimado (arts. 88.3, 132.4), cuando lo correcto hubiera sido hacer referencia a la necesidad de prescindir de la tabla correspondiente y ajustar los cálculos del lucro cesante a la situación real, aunque con uso de la fórmula manejada en las bases técnicas actuariales; el establecimiento de la incompatibilidad del lucro cesante padecido por quien queda impedido por sus lesiones temporales para desempeñar las labores del hogar a las que se dedicaba y la recuperación de los gastos de sustitución (art. 143.1, inciso segundo), sin que se diga que, de existir éstos, el perjudicado puede reclamar su importe sin reclamar entonces por el capítulo del lucro cesante, aunque tiene que entenderse así porque es el único sentido de dicha previsión; la omisión del resarcimiento del perjuicio patrimonial causado por una incapacidad parcial de quien se dedica en exclusiva (o de modo parcial) a las labores de su hogar, aunque no hay norma alguna que lo prohíba (art. 131).
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	 (4) 

	Se manifiesta en la ocultación del importe de las pensiones públicas estimadas como dato utilizado para conformar las tablas del resarcimiento del lucro cesante por la muerte y por la incapacidad permanente (1.C y 2.C).
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	Al establecerse la fecha de la estabilización de las secuelas como el día inicial del período que ha de computarse para fijar la suma proporcional que establecer el art. 45 en caso del fallecimiento prematuro del lesionado permanente.
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	Por eso, tanto el Baremo derogado como el nuevo constituyen regulaciones verdaderamente "castizas". En lo concerniente al nuevo, elaborado por el Comité de Expertos constituido al efecto, son notorios sus componentes ahorradores y nada ahorrados.
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	Todo el Baremo responde al objetivo de atenuar la protección resarcitoria de los que no sean grandes lesionados, pues en estos se concentra el esfuerzo reparador, siempre con el criterio baremista de acudir a limitaciones y techumbres. Se trata de una solución en la que convergen los intereses de las aseguradoras y de las Asociaciones de los grandes lesionados.
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	Cuyo supuesto de hecho es ajeno al segundo nivel de la vertebración perjudicial, al no concretar la consistencia de los perjuicios económicos a los que se refiere. Pero el culto a la promiscuidad perjudicial y resarcitoria ha dado lugar a que se haya sostenido que este factor repara también perjuicios de índole personal, tal como afirmaron las SSTS (Sala 1ª) de 6 de junio de 2014 (Seijas Quintana) y 8 de abril de 2016 (Pantaleón Prieto). Critico esta apreciación en la Segunda Parte, al comentar el art. 32 (ap. 1, epígrafe c]).


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Por eso los daños morales complementarios están bien ubicados en la tabla IV del Baremo derogado por corresponder en verdad a un factor de corrección; pero, en cambio, pese a su ubicación en la tabla 2.B del nuevo Baremo, no son verdaderos perjuicios particulares, sino sólo formalmente.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Me refiero en concreto a los arts. 37 (necesidad de informe médico y deberes recíprocos de colaboración), 40 (momento de determinación de la cuantía de las partidas resarcitorias), 41 (indemnización mediante renta vitalicia), 44 (indemnización por secuelas en caso de fallecimiento del lesionado tras la estabilización y antes de fijarse la indemnización), 48 (bases técnicas actuariales) y 49 (actualizaciones). Me referiré a continuación a los defectos que son de apreciar en estos concretos artículos como anticipo del estudio que dedico después a las disposiciones generales.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Aprovechando la referencia a la culpa de los inimputables, contenida en la regla general 7ª del apartado primero del sistema derogado, la Comisión de Expertos introdujo una importante propuesta relativa a la inmunidad de referencia, aunque es materia que escapa a la disciplina valorativa, por cuya razón, una vez que el texto del nuevo sistema se llevó al articulado de la LRC y SCVM, la norma atinente a la referida cuestión se llevó al art. 1 de ella, debiéndose destacar que se trata de una regulación verdaderamente anómala, pues desnaturaliza el verdadero alcance de la institución de la responsabilidad civil, al negar virtualidad a la conducta exclusiva o confluyente de los inimputables en la producción de sus lesiones. Sobre este nuevo precepto legal, me remito a María del Carmen García Garnica, Aspectos básicos de la responsabilidad civil automovilística, en AAVV, Manual para la aplicación del sistema de valoración de daños de la Ley 35/2015, dirección Francisco-Javier López García de la Serrana, 2015, cit., cap. 1, pp. 17-38; Miguel-Ángel de Dios de Dios, Criterios atributivos de responsabilidad. Nueva redacción del art. 1 de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor (Ley 35/2015), Revista Digital Sepín Responsabilidad Civil, Seguro y Tráfico, 2016, enero, SP/DOCT/19844, 18 pp.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Dado que se excluye el resarcimiento de los perjuicios excepcionales ligados a las esfera patrimonial de la personal, así como también los perjuicios excepcionales de índole personal ligados a las lesiones temporales, con lo que el tríptico perjudicial y resarcitorio queda incompleto.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Se ha avanzado en la simetría de su tratamiento, aunque ha quedado a mitad de camino, pues, aunque el concepto de pérdida de calidad de vida, para referirse a los perjuicios personales de actividad, se ha llevado a la regulación de las lesiones tanto temporales como permanente, no obstante la diversa intensidad del perjuicio fisiológico no se ha tenido en cuenta en el tratamiento del perjuicio básico de las primeras.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Son los principios de la reparación íntegra (integritas) y de la reparación vertebrada (vertebratio), aunque modulado el primero de forma restrictiva por una objetivación limitativa y excluyente que lo convierte en un principio tendencial que, como mucho, sirva para tener que acudir a soluciones pro damnato cuando surjan dudas interpretativas insalvables (pulchra dubia).


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Véase que se distinguen los tres conceptos perjudiciales básicas de la muerte, de las secuelas y de las lesiones temporales; y que, a su vez, al referirse a los perjuicios personales, se hace referencia a los básicos y a los particulares, con clara omisión de los excepcionales que corresponden al tercer nivel de la individualización perjudicial, aunque después se mencionan adecuadamente en los preceptos correspondientes. En todo caso, queda ya definida la técnica de la triple tabla a la que se acude.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Aunque su texto es manifiestamente mejorable, por la insuficiencia de la sanción que se impone por los respectivos incumplimientos. Por eso se capta que no se está ante una norma pluscuamperfecta.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	De acuerdo con una correcta jurisprudencia antecedente, hay que atenerse a la fecha del siniestro, salvo concreta disposición en contra.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Se corrigen así los muchos defectos que presenta al respecto el Baremo derogado.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	La cuantía a establecer es la vigente en la fecha en que tiene lugar el siniestro, sin perjuicio, como se verá, de la actualización valorista pertinente.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	La actualización de las cuantías resarcitorias se manifiesta, de un lado, en la actualización de las cuantías del texto legal, para fijar las vigentes para cada siniestro (art. 49); y, de otro, en la actualización de las cuantías de los créditos resarcitorios mediante su aplicación sobre las vigentes en la fecha del siniestro hasta el momento en que entre en juego cualquier tipo de intereses moratorios (art. 43). Puede decirse que hay la actualización legal y, a su vez, la actualización valorista del importe de los daños de cada siniestro que se proyecta sobre la cuantía vigente al producirse éste. La fórmula adoptada evita que las cuantías establecidas dejen de actualizarse hasta la fecha de la sentencia en que comience la mora procesal, evitando también que las cuantías queden congeladas a la fecha del siniestro o a la fecha de la sanidad del lesionado y no haya actualización a través de los intereses moratorios.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Naturalmente, es loable la introducción de esta regla de conversión que faltaba en el Baremo derogado, aunque lamento que la nueva regulación desactive la modalidad resarcitoria de la renta vitalicia al no caber que el juez, en general, pueda adoptarla de oficio. Originariamente se convino en el seno del Comité de Expertos que elaboró la propuesta articulada de reforma que la modalidad de la renta vitalicia fuera preceptiva en cualquier supuesto de gran invalidez, para dar cumplimiento en estos casos de suprema gravedad perjudicial al principio de que a daño permanente debe corresponder una indemnización permanente. Pero, una vez aprobado el texto, en una sesión ulterior a la que no pude asistir, se modificó porque no lo querían ni la Asociación Gremial de las Aseguradoras ni las Asociaciones de las [Grandes] Víctimas, pues es sabido que la fórmula de la renta, que todo el mundo ensalza, nadie la quiere, ni los aseguradores (los paganos), ni los abogados de los aseguradores, ni los perjudicados (los cobranos), ni los abogados de los perjudicados (también cobranos), ni los jueces, en unos casos porque se quiere percibir la cantidad por entero y en otros porque no se quiere mantener abierto el expediente de siniestro ni tampoco el expediente judicial, dada la revisabilidad intrínseca de la pensión en atención a la alteración de las nuevas circunstancias. Dejo constancia de esta circunstancia porque, como estudioso comprometido con la valoración del daño corporal, no me corresponde cargar con defectos ajenos.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Norma que reproduce sin alteración sustancial el contenido de la regla general 9ª del apartado primero del Baremo derogado.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Aunque se ha regulado el resarcimiento de los perjuicios sufridos en caso de lesiones temporales y permanentes cuando el perjudicado fallece prematuramente, se ha dejado de regular el fallecimiento prematuro de quien resulta perjudicado por una muerte.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	En el caso de lesiones permanentes (secuelas) interrumpidas por el fallecimiento, se dispone (art. 45) que, en concepto de daño inmediato, los herederos del lesionado fallecido perciben el 15% del importe asignado al perjuicio personal básico y, además, una parte del importe restante que corresponde a la proporción de tiempo transcurrido desde la estabilización de las lesiones hasta el fallecimiento, en relación con la que correspondería de no haberse producido éste, computándose la esperanza de vida del fallecido de acuerdo con la tabla de mortalidad prevista en las bases técnicas actuariales, estableciéndose que, para un lesionado de más de 80 años, su esperanza de vida se cifra en 8. Se trata de un precepto particularmente defectuoso porque, al tratar de satisfacer el propósito perseguido, lo hace mediante una fórmula carente de la necesaria coherencia. Debe partirse de que el objeto del precepto es que el resarcimiento se circunscriba a los perjuicios padecidos por el lesionado permanente hasta el momento en que fallece cuando todavía no se le había reconocido la indemnización por las secuelas. Téngase en cuenta que el texto del Proyecto de Ley, ajustado a la propuesta formulada por el Comité de Expertos, se refería al período comprendido desde el accidente hasta el fallecimiento. Pero, durante la tramitación parlamentaria, el Congreso de Diputados (Comisión Permanente de Economía, con competencia legislativa plena) sustituyó el momento inicial del accidente por el de la estabilización de las secuelas, sin que esta modificación se debiera a enmienda formal alguna. Con tal cambio, se ignora que quien sufre la amputación de un brazo carece de él desde que la padece y no desde que se estabiliza la secuela; y que quien queda tetrapléjico en un accidente no sufre la tetraplejia sólo desde el alta. Se trata de un evidente error que genera una indebida reducción indemnizatoria. Pondérese que el Baremo no valora el alcance diverso del perjuicio fisiológico temporal, puesto que se atiene a un valor del perjuicio básico absolutamente igualitario para, a su vez, calibrar el distinto alcance de la pérdida de la calidad de vida para completar el resarcimiento del perjuicio básico. Este tratamiento es distinto del que se brinda al perjuicio fisiológico permanente, pues el valor básico de éste se monta precisamente sobre la diferenciación de la intensidad e importancia de las secuelas para, a su vez, al igual que con las lesiones temporales, valorar después como perjuicio particular la pérdida de calidad de vida. Esto significa que la diferente intensidad del perjuicio fisiológico durante la fase en que las lesiones no se han estabilizado se computa en la determinación del importe de la indemnización por las secuelas, como fórmula que evita un resarcimiento particularizado. Precisamente por ello, en el trance de calcular el alcance del crédito resarcitorio que se transmite por herencia cuando un lesionado permanente fallece antes de que se le haya reconocido su indemnización, el período a computar para establecer la proporción correspondiente debe iniciarse en la fecha del siniestro. Sólo así, por otra parte, se produciría el cabal resarcimiento de las secuelas indefectibles cuando el lesionado que las padecía fallece antes de alcanzar el alta. Téngase en cuenta que, en muchas ocasiones, esas secuelas ya están estabilizadas, aunque todavía el lesionado no recibe el alta por padecer otros padecimientos, como pueden ser, por ejemplo, los de tipo psíquico o psiquiátrico. Si no es de recibo de suyo que el diverso perjuicio psicofísico deje de computarse cuando las lesiones temporales curan sin secuelas, la injusticia es flagrante cuando éstas existen desde el primer momento.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	La redacción de este precepto sugiere que las bases técnicas actuariales a las que se refiere han de ser establecidas por el Ministro después de haberse aprobado la Ley, cuando lo cierto es que las referidas bases son las que se habían elaborado previamente dando lugar a las cantidades reflejadas en las diversas tablas relativas a perjuicios patrimoniales.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Aunque no es de recibo que se haya prescindido del IPC para la realización del valorismo legal que había previsto el Comité de Expertos, siendo sustituido por el de la variación del importe de las pensiones sociales, sin que ello tenga relación necesaria con la inflación o deflación, pues su determinación corresponde a medidas de política económico-social. Sobre esta materia, remito a mi amplia monografía Actualización valorista e intereses moratorios en la responsabilidad civil, Bosch, Barcelona, 2010, 856 pp. Si se acude a la revalorización anual de las pensiones como módulo supuestamente valorista, se tergiversa el cabal sentido de la hodiernitas que tiene por objeto que el valor de los perjuicios se mantenga a lo largo del tiempo, con la variación de su importe nominal, pues carece de sentido que ese mantenimiento se ligue a la variación las pensiones sociales. Su efecto es que, de congelarse las pensiones sociales (por razones de política económica), se congelan las cuantías resarcitorias, con la disminución del valor que implica cuando hay inflación; y, de ser las pensiones sociales objeto de reducción, se reducen las cuantías del Baremo, salvo que se entienda que en tal caso la "actualización" es improcedente por no constituir una "revalorización". A su vez, si el índice de la revalorización de las pensiones es superior al IPC, como sucedió en 2014 en que éste fue negativo (por haber deflación y no inflación) y en 2015 en que se cifró en el 0,0%, el efecto es una revalorización que no se corresponde con el principio valorista. No hay, pues, en este caso, mantenimiento, sino incremento del valor. Podía suceder, teóricamente, que se produjera una importante elevación de las pensiones sociales (por ej., del 8%) y que, en cambio, no habiendo habido inflación, el tipo del interés legal del dinero fuera muy bajo (por ej., del 3%). Pues bien, en este caso, la imposición de los intereses moratorios ordinarios (3%) o especiales (4,5%) generaría un disgusto al perjudicado que se vería privado de la actualización correspondiente a la revalorización de las pensiones y, por tanto, un gusto al asegurador que sería partidario de que su deuda quedara gravada con los intereses moratorios especiales y no sujeta a la actualización que se realiza en su defecto. Claro que estos despropósitos se corrigen si se acude al IPC como canon necesario de actualización valorista de los créditos resarcitorios, sin perjuicio de que las cuantías resarcitorias del Baremo estén sujetas, en general, a la revalorización anual de las pensiones. Por eso veremos en la Segunda Parte que una cosa es la actualización de las cuantías legales del Baremo y otra la actualización valorista de los créditos resarcitorios reconocidos con base en él y que, por tanto, el canon de esta segunda actualización –la cual no puede ser única, ni lo es tal como está redactado el art. 49– no tiene que coincidir con el canon utilizado en la primera –el cual tienen necesariamente que ser único–.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	María del Carmen García Garnica ha criticado de modo severo la nueva redacción del art. 1.2 de la Ley, resaltando las contradicciones que en él percibe, las confusiones que genera, la inadecuación de la terminología manejada y la carencia de sentido razonable de algunas de sus previsiones (Aspectos básicos de la responsabilidad civil automovilística, en AAVV, Manual para la aplicación del sistema de valoración de daños de la Ley 35/2015, cit., pp. 30-33).
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	 (29) 

	María del Carmen García Garnica se ha referido a que la indicada previsión deja abierta "llamativamente" la posibilidad de excluir o moderar la indemnización en caso de muerte de la víctima, señalando que, en su concepto, su omisión responde presumiblemente, no a un error de redacción, sino al propósito del Legislador, "con un manifiesto criterio economicista" (?), de amparar a la víctima menor de edad o con discapacidad sólo cuando ella sea beneficiaria de la indemnización pertinente, lo que ocurrirá cuando haya sufrido lesiones, pero no cuando haya fallecido, sosteniendo que esta previsión "resulta cuestionable" "por el trato desigual que supone dar a la responsabilidad civil derivada de un mismo (…) hecho en función de cuál sea el daño indemnizable" (Aspectos básicos de la responsabilidad civil automovilística, cit., p. 33).


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Se puede dudar de la pertinencia de resarcir los perjuicios personales por pérdida de calidad de vida de los familiares como consecuencia de los cuidados prestados al lesionado y de las atenciones dedicadas a él, habida cuenta que son perjuicios de los familiares y no de la víctima; y, si bien la cantidad se reconoce a ésta, no es ella la resarcida, dado que sus destinatarios son los familiares que la atienden. Se plantea así la posibilidad de entender que el privilegio de inmunidad atributiva de los menores de 14 años y de las personas carentes de capacidad de culpa civil no puede extenderse al resarcimiento de estos perjuicios por no padecerlos la víctima.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Acomodada a la interpretación literal del precepto, María del Carmen García Garnica resalta que deja abierta la posibilidad de repetir en los supuestos en que el menor de 14 años o la persona con discapacidad se encuentre confiada al cuidado de una persona jurídica (Aspectos básicos de la responsabilidad civil automovilística, cit., p. 33).


	 Ver Texto 




	 (32) 

	El texto de este precepto se introdujo en el Congreso de los Diputados, pues el del Proyecto de Ley (propuesto por el Comité de Expertos) era del siguiente tenor: "En los supuestos de secuelas y lesiones temporales la culpa exclusiva o concurrente de los menores de 14 años no suprime ni reduce la indemnización y se excluye la acción de repetición contra los padres, tutores y demás personas físicas que legalmente deban responder por ellos. Tales reglas no procederán si el menor o las personas mencionadas han contribuido dolosamente a la producción del daño". Véase que la modificación consistió en no referirse a las víctimas en general, sino a las que no sean conductoras de algún vehículo de motor; y, a su vez, se amplió el ámbito subjetivo de la norma para incluir a quienes sufran un menoscabo tal que les prive de capacidad de culpa civil. Cáptese que el privilegio que establece este precepto no es aplicable en el caso de que la víctima haya fallecido, puesto que su objetivo es la protección de ella y no de sus familiares, sin que pueda extenderse, por tanto, a los perjudicados por su fallecimiento.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	María del Carmen García Garnica interpreta que el precepto se refiere a víctimas carentes de culpa civil por edad o por discapacidad, por lo que denuncia el contrasentido de que quien no tiene capacidad de culpa civil pueda tener capacidad para causar dolosamente el daño (Aspectos básicos de la responsabilidad civil automovilística, cit., pp. 32-33).


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Miquel Martín Casals sostiene, con apoyo en argumento de Derecho comparado, que se está ante una verdadera y regular norma de responsabilidad civil y no ante un privilegio extraño a esta institución (Líneas generales de la propuesta de reforma del sistema valorativo y de sus disposiciones directivas, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XIV Congreso Nacional Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Sabadell, noviembre 2014, coordinadores Francisco-Javier López García de la Serrana/Luis-Alfonso Orriols Martínez, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2014, pp. 169-185). De todas formas, debe replicarse que, cuando, en sede de responsabilidad civil, se afirma que la culpa exclusiva de la víctima inimputable constituye una circunstancia que exonera al supuesto agente dañoso, no se está diciendo que la víctima sea responsable de su daño, sino que el supuesto agente dañoso no lo es del padecido por ella; y, cuando se dice que la culpa concurrente de la víctima inimputable ha de dar lugar a una disminución de la indemnización que le corresponda por razón de su participación causal en el evento dañoso, no se está diciendo tampoco que la víctima sea parcialmente responsable de su daño, sino que el agente dañoso sólo es responsable en parte del mismo. Cuando se está dentro de un régimen atributivo de la responsabilidad civil montado sobre la culpa, la apreciación de la culpa exclusiva de la víctima inimputable implica la ausencia de culpa en el supuesto agente dañoso, siendo esa falta de culpa la que justifica su radical liberación. A su vez, cuando se está bajo el estatuto objetivo de la responsabilidad por riesgo específico, la culpa exclusiva de la víctima inimputable implica que su daño se ha producido en virtud de su propia actuación y que no constituye una realización del riesgo específico desencadenado por el supuesto agente dañoso.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	Sin perjuicio de los casos en que se reconoce un derecho de repetición al propio asegurador o al CCS como sanción civil por determinados incumplimientos, según previene la Ley.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Cuando el título de atribución de la responsabilidad civil no está constituido por la culpa del agente dañoso ni por el riesgo específico desplegado por él (tampoco por el sacrificio necesitado), sino por la pura causalidad física desencadenada dentro de un ámbito de riesgo, los límites intrínsecos de la responsabilidad civil se sobrepasan y se está ante una figura ajena a la justicia conmutativa para insertarse en la distributiva.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	El Dictamen 3/2016, de 13 de julio, del Fiscal de Sala Coordinador de Seguridad Vial considera que este nuevo régimen de inmunidad atributiva, que beneficia a menores de 14 años y a personas carentes de capacidad de culpa civil, puede expandirse por analogía fuera del tránsito motorizado de acuerdo con lo establecido en el art. 4 CC (p. 4). Por mi parte, considero que se está ante un régimen excepcional que, como indico en el texto, no es susceptible de interpretación extensiva ni de expansión analógica. De plantearse seriamente la posibilidad de la analogía, tendría que utilizarse sólo en ámbitos regulados por seguros obligatorios que contaran con fondo de garantía y con una amplísima cobertura equivalente a la totalidad de los daños padecidos, pues no se está ante un régimen exquisitamente propio del instituto de la responsabilidad civil, sino ante una excepción normativa que, proyectada sobre la responsabilidad civil automovilística, se explica y justifica por la presencia del seguro obligatorio. Lo mismo que la presencia del seguro impone que el Baremo esté sujeto a un régimen de reparación parcial, este mismo régimen justifica la muy limitada expansión de la inmunidad atributiva a la que se hace referencia.


	 Ver Texto 




	 (38) 

	Doctrinal y legalmente, los perjuicios básicos, generales, ordinarios o comunes corresponden, dentro de la dimensión proteica de la perjudicialidad personal, al primer nivel de la individualización perjudicial; los particulares, especiales o extraordinarios, al segundo; y los singulares, exóticos, extravagantes, albarráneos, atípicos o excepcionales, al tercero. El nuevo Baremo contempla el resarcimiento de los perjuicios excepcionales en el art. 33.5, inciso segundo, al establecer que "los perjuicios relevantes, ocasionados por circunstancias singulares y no contemplados conforme a las reglas y límites del sistema, se indemnizan como perjuicios excepcionales de acuerdo con las reglas establecidas al efecto en los artículos 77 y 112". De acuerdo con esta previsión, la excepcionalidad perjudicial está ligada a la atipicidad o falta de previsión específica, siendo por ello perjuicios excepcionales los no contemplados de modo concreto en la regulación legal, ni como básicos ni como particulares. Naturalmente, esta excepcionalidad puede ser extrínseca o intrínseca, siendo extrínseca cuando se trate de perjuicios que, por darse con cierta frecuencia, son tipificables normativamente, pero no han sido tipificados, mientras que son intrínsecamente excepcionales los que por su carácter insólito, por no haberse dado de forma repetida en la práctica, no podrían ser objeto de nominación. Como requisitos para apreciar la resarcibilidad de los perjuicios excepcionales, se requiere, además, que se den las notas de singularidad y relevancia, refiriendo la singularidad a que se trate de unos perjuicios que padece de forma específica el perjudicado considerado, habiendo de ser, por otra parte, perjuicios que, por su propia índole, por su importancia, cuenten con relevancia suficiente para ser objeto de resarcimiento. Junto al díscolo requisito de la relevancia que implica que rige al respecto la regla de que de minimis non curat prætor, hay que registrar que sólo puede plantearse el resarcimiento de los perjuicios excepcionales cuando no esté excluido en virtud de una concreta regla existente al respecto.


	 Ver Texto 




	 (39) 

	Los principios institucionales de la valoración del daño en el vigente Baremo de Tráfico y en el propuesto para su reforma por el Comité de Expertos, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 53, 2015, 1er trimestre, p. 10.
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	 (40) 

	Sobre estas materias hay los siguientes estudios iniciales: Antonio Mir Ruiz, Indemnizaciones por lesiones temporales y perjuicio patrimonial. Tablas 3.A, B y C, en AAVV, Manual para la aplicación del sistema de valoración de daños…, cit., cap. 11, pp. 227-236; María del Carmen Ruiz-Matas Roldán, Indemnizaciones por secuelas. Tablas 2.A.1 y 2.A.2 del sistema de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación y El perjuicio personal particular. Tabla 2.B del sistema de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, en Manual cit., caps. 7 y 8, pp. 67-191; Norberto Gallardo San Salvador, El Baremo Médico: clasificación y valoración de secuelas, en Manual cit., cap. 10, pp. 211-226; Juan-Antonio Cobo Plana, Reflexiones sobre la aplicación del artículo 135, Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, en Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XV Congreso Nacional Asociación Española de A bogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias, Valladolid, noviembre 2015, coordinadores Luis-Julio Cano Herrera/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2015, pp. 293-318; Juan-Antonio Cobo Plana, Cómo valorar la pérdida de la calidad de vida en los artículos 107, 108 y 109 de la Ley 35/2015, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializado en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 55, 2015, 3er trimestre, pp. 19-44; –Civil y José-Antonio Badillo Arias, Indemnizaciones por secuelas, texto para Curso de Inese sobre "Aplicación del nuevo sistema de valoración de daños personales por accidente de tráfico", Madrid, 2016, septiembre-octubre, t. m. 107 pp.; y el muy excelente artículo de Juan-José Marín López, El perjuicio por pérdida de calidad de vida en secuelas, en AAVV, XVI Congreso Nacional. Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Málaga, noviembre, 2016, dirección Andrés López Jiménez/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2016, pp. 165-189.
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	Aunque sin una valoración separada, por atenerse al criterio de la globalidad indemnizatoria, la STS (Sala 3ª) de 29 de enero de 1986 (González Navarro) reconoció la especificidad de los daños morales derivados de las intervenciones quirúrgicas a que hubo de someterse el lesionado. La STS (Sala 3ª) de 23 de febrero de 1988 (Mateos García) reconoció a un menor la indemnización de 634.825 Ptas. "por los daños morales y sufrimientos físicos y psíquicos padecidos por las seis sucesivas intervenciones quirúrgicas sufridas a lo largo de poco más de un año". A su vez, la STS (Sala 3ª) de 17 de noviembre de 1990 (Morenilla Rodríguez) acogió el criterio de la sentencia anterior y convalidó la autonomía conceptual y resarcitoria de los perjuicios ligados a las operaciones quirúrgicas, al declarar que "el señalamiento de 3.000 Ptas. por día ha de estimarse correcto, según práctica seguida en algunos Tribunales (…) y (…) también (…) la reclamación de 500.000 Ptas. en concepto de "pretium doloris", en atención a las intervenciones (…) que se detallan (…)", desestimándose la impugnación deducida al respecto por la Abogacía del Estado. Frente a esta sensible consideración, el resarcimiento del perjuicio moral ligado específicamente a una intervención quirúrgica fue negado por la SAP de Madrid (Sección 6ª) de 26 de noviembre de 1997 (Fernández Dozagarat), con el argumento de que no puede afirmarse una autonomía dañosa que llevaría a un solapamiento indemnizatorio con la suma reconocida por lesiones temporales. Se atuvo al mismo criterio negativo la SAP de Sevilla (Sección 4ª) de 12 de abril de 2001 (Paúl Velasco), al sostener que "la mayor aflictividad de las intervenciones quirúrgicas ya está contemplada en las indemnizaciones básicas a través del módulo indemnizatorio más elevado correspondiente a la estancia hospitalaria que las mismas conllevan, cuya duración es por lo general directamente proporcional a la importancia de la operación".
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	La dualidad reguladora de los daños morales complementarios nace de la radical separación del resarcimiento del perjuicio fisiológico y del perjuicio estético. Téngase en cuenta que, en rigor, estos daños no constituyen ningún perjuicio particular, sino que integran de modo complementario los perjuicios básicos por rectificarse la hipovaloración de las cantidades asignadas por tal concepto en virtud del corsé que implica la fórmula legal de las secuelas concursales ordinarias. Sobre la pertinencia de desglosar la norma de los daños morales complementarios en dos normas distintas y compatibles para el caso del perjuicio fisiológico y para el caso del perjuicio estético, remito a mi estudio Consideraciones doctrinales sobre los daños morales complementarios en el sistema valorativo de la Ley 30/1995 (tabla IV), en AAVV, Libro homenaje al profesor doctor Don Eduardo Font Serra, presentación José-Luis González Montes, Centro de Estudios Jurídicos, Ministerio de Justicia, 2004, t. 2, pp.1965-2008.
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	Sobre esta materia, remito a Mariano Medina Crespo, El nuevo Baremo de Tráfico: estructura y principios informadores del resarcimiento de los perjuicios personales causados por la muerte, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XV Congreso Nacional Asociación española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Valladolid, noviembre, 2015, coordinadores Luis-Julio Cano Herrera/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, pp. 143-200; y, con amplitud, a mi monografía El resarcimiento de los perjuicios personales causados por la muerte en el nuevo Baremo de Tráfico, Bosch-Wolters Kluwer, Hospitalet de Llobregat, 2015, 335 pp.; también, José-María Hernández-Carrillo Fuentes, Perjuicio personal básico en indemnizaciones por causa de muerte en el sistema de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. Actualizado según la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema. Tabla 1.A y Perjuicio personal particular en indemnizaciones por causa de muerte en el sistema de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. Actualizado según la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema. Tabla 1.B, en AAVV, Manual…, cit., caps. 4 y 5, pp. 79-151; Cristina-Victoria López Hernández, Nuevos complementos para valorar el daño corporal por causa de muerte, en los accidentes de tráfico, Práctica de Derecho de daños (La Ley-Actualidad), núm. 28, 2016, julio-septiembre, 9 pp.; Cristina Casado Quintana, Nuevo sistema de valoración de daños personales por accidentes de circulación. Casos prácticos. Ejemplos prácticos de las indemnizaciones por muerte. Su comparativa con el sistema anterior a la reforma, Diapositivas presentadas en Curso de Formación del Consejo General del Poder Judicial sobre "Sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación", dirigido por Vicente Magro Servet, Madrid, 2016, octubre, 42 pp.
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	Con un estricto criterio baremista, es decir, limitativo y limitador, se resarcen estos gastos, pero sólo respecto de los grandes lesionados y de los que sufran amputaciones y otras secuelas que requiera la colocación de prótesis (art. 116; tabla 2.C). Según la gravedad de los casos se establece un máximo de 13.500 € anuales, 9.500 € anuales y 5.850 € anuales. Pero la exclusión resarcitoria que tal regulación comporta en los casos no contemplados, acredita el sometimiento del Baremo a un principio de reparación sectaria.
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	Con el nuevo Baremo, la interpretación primera de la regulación es que esos gastos tampoco serían resarcidos al haberlos afrontado el propio lesionado.
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Sobre el resarcimiento del lucro cesante a la luz del Baremo derogado, remito a Mariano Medina Crespo, 1) El resarcimiento del lucro cesante probado. El sentido desviado de su justificación extratabular. Comentario a la sentencia de 18 de febrero de 1997 de la Sección 1ª de la Audiencia Provincial de Ciudad Real, Revista Española de Seguros, vol. 90, 1997, núm. 2, pp. 150-154; 2) Perjuicios y ambigüedades. Reflexiones sobre el caso de un taxista lesionado y la paralización de su vehículo. Comentario a la sentencia de la Audiencia de Córdoba, Sección 2ª, de 23 de enero de 1997, Revista Calle Letrados (Colegio de Abogados de Córdoba), núm. 20, 1998, pp. 25-28; 3) El resarcimiento de los días no impeditivos del lucro cesante probado en el sistema de la Ley 30/1995. Comentario a la sentencia de la Audiencia de Madrid, Sección 6ª, de 16 de mayo de 1997, Revista de Responsabilidad Civil, Circulación y Seguro (Ineses), 1998, núm. 8. pp. 488-494; 4) El tratamiento del lucro cesante en el sistema de la Ley 30/95. La posibilidad de su efectiva reparación y la práctica judicial, en AAVV, Valoración judicial de daños y perjuicios, dirección Jesús Fernández Entralgo, Cuadernos de Derecho Judicial, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 1999, pp. 485-591; 5) La valoración civil del daño corporal. Bases para un Tratado. Análisis jurídico del sistema incluido en la Ley 30/95. Doctrina y jurisprudencia, t. 3, vol. 2, Las consecuencias patrimoniales. El lucro cesante. Propuestas generales "de lege ferenda", Dykinson, Madrid, 2000, pp. 162-421; 6) El resarcimiento de los perjuicios económicos derivados del daño corporal, a la luz de la sentencia constitucional de 29 de junio de 2000, Boletín de Información del Ministerio de Justicia, núm. 1878, de 1 de octubre de 2000, pp. 3019-3025; 7) Consecuencias prácticas de la sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional de 29 de junio de 2000, sobre el sistema legal de valoración de los daños corporales causados en accidentes de circulación, Revista La Toga (Colegio de Abogados de Sevilla), núms. 123 y 124, 2000, pp. 9-14 y 21-26; 8) Resarcimiento del lucro cesante originado por la lesión permanente. Apostillas a la SAP de Badajoz de 27 de diciembre de 2001, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 2, 2002, 2º trimestre, pp. 3-5 (incluido con ligeras variantes y título similar en Daños Corporales y Carta Magna. Repercusión de la doctrina constitucional sobre el funcionamiento del sistema valorativo, Dykinson, Madrid, 2003 apéndice, ap. 6, pp. 269-276); 9) Proyección de la doctrina constitucional sobre el funcionamiento del sistema valorativo de la Ley 30/1995. El rango relevante de las circunstancias excepcionales de índole dañosa, en AAVV, Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias Segundo Congreso Nacional, Granada, noviembre, 2002, Comares, Granada, 2002, pp. 51-122; 10) El resarcimiento del daño emergente y del lucro cesante causado por las graves lesiones sufridas por un niño. Comentario a la STC 42/2003, de 3 de marzo, Tráfico y Seguridad Vial (La Ley-Actualidad), núm. 55-56, 2003, junio-agosto, Doctrina, Tráf. 2236, pp.5-16; 11) Resarcimiento extratabular del lucro cesante causado por la muerte. Comentario a la sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya de 3 de diciembre de 2000, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 9, 2004, 2º trimestre, pp. 6-17; 12) A la luz de la STC 181/2000, de 29 de junio, referente al resarcimiento de los perjuicios y/o lucros cesantes causados por la lesión temporal: ¿Cabe que la jurisdicción proyecte su doctrina a los casos de muerte y lesión permanente impeditiva?, contestación encuesta, en obra Sepín Tráfico. Derecho de Circulación, Seguro, Responsabilidad Civil y Penal, Pozuelo de Alarcón, 2005, Doctrina D-2. p. 16; 13)

El resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte. Luces y sombras del sistema valorativo, diez años después; y, sobre todo, el indefectible porvenir, en AAVV, Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias 5º Congreso Nacional, Pamplona, 2005, Grupo Editorial Universitario, Granada, 2005, pp. 49-207; 14) Mecanismos necesarios para la correcta ponderación del lucro cesante dentro del sistema valorativo, Revista Española de Seguros, vol. 128, 2006, núm. 4, pp. 763-775; 15) El 10% del primer tramo del factor de corrección económico por días de incapacidad: ¿Se aplica de forma automática o se requiere la acreditación de ingresos por el perjudicado?, contestación encuesta, Boletín electrónico Sepín Tráfico, SP/DOCT/2499, 2005, junio; 16) ¿Qué indemnización debe reconocerse al ex–cónyuge de la victima que tenga reconocida una pensión compensatoria de carácter temporal por cuantía de 450 €, si, al producirse el fallecimiento sólo le restaban de percibir tres mensualidades?, contestación encuesta, Boletín Electrónico Sepín Tráfico, SP/DOCT/2820, 2006; 17) Incapacidad permanente. Si una mujer se dedica sólo a las labores domésticas y resulta con una lesión permanente que no le impide, pero sí le dificulta, la realización de alguna de ellas: ¿Procede aplicar el factor corrector previsto en la tabla IV), contestación encuesta, Boletín electrónico Sepín Tráfico, SP/DOCT/3371, 2007; 18) El resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte, en AAVV, La responsabilidad civil y su problemática actual, dirección Juan-Antonio Moreno Martínez, Dykinson, Madrid, 2007, pp. 607-687; 19) Lucro cesante. Si un niño de 12 años de edad resulta con lesiones permanentes que impiden la más mínima actividad productiva en el futuro: ¿Cabe el resarcimiento de sus perjuicios económicos en concepto de lucro cesante? ¿Opera al respecto el límite cuantitativo del factor de corrección de la incapacidad permanente?, contestación encuesta, Boletín electrónico Sepín Tráfico, SP/DOCT/35903, 2008, marzo, pp. 3-4; 20) Lucro cesante: ¿Cabe que los familiares del fallecido que se beneficiaban de sus ingresos laborales sean resarcidos plenamente por el lucro cesante padecido?, contestación encuesta, Boletín electrónico Sepín Tráfico, SP/DOCT/3264, 2008, marzo pp.12.13; 21) Obligación de indemnización del lucro cesante en casos de incapacidad permanente por accidente de circulación, siempre que se haya probado debidamente la existencia de un grave desajuste entre el factor de corrección por perjuicios económicos y el lucro cesante realmente padecido. Comentario a la STS (Sala 1ª) de 25 de marzo de 2010, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 33, 2010, 1er trimestre, pp. 106-108; 22) Cien apostillas a la sentencia plenaria de la Sala 1ª del Tribunal Supremo de 25 de marzo de 2010. El esperado descubrimiento de una norma permanentemente marginada y un paso abierto, con gran estrechez, para la reparación del lucro cesante por venir, Cuaderno Jurídico Sepín Tráfico, Circulación y Seguridad Vial, vols. 30/31/32, 2010, núms. 3/5/6, pp. 12-22/32-38/13-20; 23) Lucro cesante causado por lesiones permanentes. Comentarios suscitados por la STS, Sala 1ª, 228/201, de 25 de marzo, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2011, 118 pp.; 24) El lucro cesante causado por la lesión permanente en el sistema valorativo de la Ley 30/1995: un paso abierto, con enorme estrechez, para reparar sólo una fracción del lucro cesante por venir. Análisis de la STS (Sala 1ª) de 25 de marzo de 2010, en AAVV, Sobre la responsabilidad civil en general. XI Congreso Nacional. Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Córdoba, mayo 2011, coordinadores Andrés Cid Luque/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2011, pp. 385-439; 25) Comentario de la sentencia del Tribunal Supremo de 25 de marzo de 2010 (núm. 228). El lucro cesante causado por la lesión permanente en el sistema valorativo de la Ley 30/1995: un paso abierto, con enorme estrechez, para reparar el lucro cesante por venir, en AAVV, Comentarios a las sentencias de unificación de doctrina (civil y mercantil). Volumen 4  (43) , dirección Mariano Yzquierdo Tolsada, Dykinson, Madrid, 2011, pp. 585-625; 26) Comentario de la sentencia del Tribunal Supremo de 25 de marzo de 2010 (núm. 229). Relevancia reductora de la culpa concurrente de la víctima afectada por una gran invalidez en el resarcimiento de sus familiares. Negación al lesionado de un resarcimiento complementario en concepto de lucro cesante, en AAVV, Comentarios a las sentencias de unificación de doctrina (civil y mercantil). Volumen 4º  (46) , dirección Mariano Yzquierdo Tolsada, Dykinson, Madrid, 2011, pp. 547-571; y 27) Capital para resarcir en parte las lesiones de un gran inválido, incluidos los perjuicios morales de sus familiares, y pensión vitalicia para resarcir en parte sus lesiones permanentes y cubrir su futura asistencia personal y terapéutica. Comentario a la SAP de Granada (Sección 1ª, Penal) de 30 de junio de 2011, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 39, 2011, 3er trimestre, pp. 89-100 (con edición corregida para inclusión de notas omitidas, pp. 95-104).
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	Referente a otros autores, registro la siguiente bibliografía específica: 1) la tesis doctoral de Francisco-Javier López García de la Serrana, El lucro cesante en los accidentes de circulación y su incidencia en el seguro, dirección Luis Angulo Rodríguez, Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 2008 (accesible Internet); 2) Francisco-Javier López García de la Serrana, La valoración del lucro cesante en el Derecho de Daños, en AAVV. Tratado de Medicina Legal y Ciencias Forenses, dirección Santiago Delgado Bueno, t. 2, Toxicología forense. Daño corporal o psico-físico. Daño cerebral adquirido, coordinadores Fernando Bandrés Moya/Santiago Delgado Bueno/Mariano Medina Crespo/José-Manuel Torrecilla Jiménez. Bosch, Barcelona, 2012, cap. 101, pp.1069-1098; 3) Klaus-Jochen Albiez Dohrmann, El tratamiento del lucro cesante en el sistema valorativo, Revista de Derecho Privado, 1998, núm. 5, pp. 361-385; 4) Alberto Águila Alarcón, El resarcimiento del lucro cesante en los supuestos de muerte e incapacidad permanente, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, núm. 30, 2009, 2º trimestre, pp. 75-84 5) Mercedes Ayuso Gutiérrez, Valoración actuarial del perjuicio económico futuro derivado de los accidentes de tráfico, Anales del Instituto de Actuarios Españoles, núm. 16, 2010, pp. 141-160; 6) Mercedes Ayuso Gutiérrez, Una metodología alternativa para el cálculo de los perjuicios económicos futuros ante la reforma del sistema de valoración del daño corporal, Revista Española de Seguros, vol. 141, 2010 núm. 1, pp. 91-108; 7) Vicente Magro Servet, El lucro cesante en la incapacidad permanente en los accidentes de circulación, STS de 25 de marzo de 2010, Diario La Ley, núm. 7.445, Tribuna, 14 de julio de 2010, Rfª 4.264/2010. 8) Pedro-José Femenía López, Criterios de delimitación del lucro cesante extracontractual, Tirant lo Blanch, Valencia, 2010, 225 pp.; 9) Elena Vicente Domingo, El lucro cesante, Reus, Madrid, 2014, 158 pp.; 10) José-Manuel Maza Martín, El resarcimiento del menoscabo material. Daño emergente y lucro cesante, en AAVV, Valoración de los daños corporales. El sistema de la ley 30/95, dirección Mariano Medina Crespo, Editorial Española de Seguros, 1998, pp. 311-327; 11)Luis Muñoz Sabaté, La prueba del lucro cesante a base de suposiciones periciales, Revista Jurídica de Cataluña, vol. 89, 1990, núm. 1, pp. 225-226; 12) Azahara Rodrigo Alarcón, Evolución histórica de la figura del lucro cesante, Anuario La Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, vol. 7, 2003, pp. 641-651.
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	Preterición confirmada, aunque atemperada, por las SSTS (Sala 1ª) de 25 de marzo de 2000 (Xiol Ríos). Con una mezcla de candor, superficialidad, comodidad e ignorancia, la jurisprudencia ha sostenido que la regulación tabular sirve para resarcir el lucro cesante causado por la muerte y por las lesiones permanentes laboralmente impeditivas. Baste citar, como botón de muestra, la SAP de Pontevedra (Sección 5ª, Civil, Vigo) de 14 de junio de 2000 (Fernández Soto, Magdalena) que resolvió que no procedía acceder al resarcimiento de la cantidad reclamada por lucro cesante porque éste ya está comprendido en las diversas reglas tabulares; afirmación que unos días después desmintió, aunque sólo respecto de las lesiones temporales laboralmente impeditivas, la STC de 29 de junio de 2010 (García Manzano). Con todo, esta sentencia cometió el error de ligar al reproche culpabilístico la necesidad constitucional del pleno resarcimiento del lucro cesante causado por la lesión temporal impeditiva, poniendo así de manifiesto su adscripción a una (doctrinal y legalmente) superada concepción delincuencial de la responsabilidad civil; concepción que se afirma al margen de la inequívoca previsión del texto legal que, al sujetar la responsabilidad civil automovilística por daños corporales al régimen de la objetividad atributiva, no la sustrae por ello al imperio de la reparación íntegra, al igual que sucede con los preceptos codiciales que se atienen al mismo estatuto. Lo cierto es que esta sentencia brindó a los perjudicados el chocolate del loro, pues, más que interpretarse como la ampliación que, en principio, podía entenderse que establecía con su declaración de inconstitucionalidad parcial, lo que hizo fue confirmar la procedencia de un sistema valorativo sujeto al principio de parcialidad que, a su vez, se extendía al resarcimiento del lucro cesante causado por las lesiones permanentes y por la muerte, al cercenarse la expansión de su doctrina a estos dos supuestos.
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	Sobre esta materia, remito a los siguientes estudios iniciales: 1) José Pérez-Tirado, El resarcimiento de los perjuicios patrimoniales, con especial mención al lucro cesante en caso de incapacidad permanente o fallecimiento. Comparativa de la regulación vigente y de la regulación propuesta, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XIV Congreso Nacional Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Sabadell, noviembre 2014, coordinadores Francisco-Javier López García de la Serrana/Luis-Alfonso Orriols Martínez, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2014, pp. 253-311; 2) José Pérez Tirado, Perjuicio patrimonial en indemnizaciones por causa de muerte. Tabla 1.C y Perjuicio patrimonial en indemnizaciones por secuelas. Tabla 2.C, en Manual cit., caps. 6 y 9, pp. 153-166 y 193-210; 3) José Pérez Tirado, El resarcimiento del lucro cesante en el nuevo Baremo: excepciones a la aplicación de las tablas, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de la Circulación. XV Congreso Nacional…, cit., pp. 263-289; 4) Vicente Magro Servet, La regulación del lucro cesante en el nuevo Baremo de Circulación. Proyecto de Ley de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, Revista Tráfico y Seguridad Vial (La Ley-Actualidad), 2015, núm. 196; 5) Juan-José Pereña Muñoz, Análisis del nuevo Baremo aprobado por la Ley 35/2005: indemnizaciones por secuelas y lesiones temporales, cit., pp. 34-43.
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	Puede invocarse la SAP de Madrid (Sección 6ª, Penal) de 24 de mayo de 1991 (Serrano Gassent), como paradigma del tratamiento que ha recibido en nuestro Derecho el lucro cesante causado por las lesiones permanentes impeditivas, antes de que se instaurara el Baremo de 1995.
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	Como ejemplo de resolución ajustada al máximo extremo de la desvertebración perjudicial y resarcitoria, debe invocarse la SAN (Sala Penal) de 28 de noviembre de 2007 (Gómez Bermúdez).
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	Incluso, con absoluto desacierto, como sucede con la incapacidad permanente parcial, según se resalta después.
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	Sobre esta materia, remito a Miquel Martín Casals, El resarcimiento del trabajo doméstico en el nuevo sistema valorativo legal, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XV Congreso Nacional Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Valladolid, Noviembre 2015, coordinadores Luis-Julio Cano Herrera/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2015, pp. 205-259.
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	Sobre esta concreta cuestión y otras relacionas con el nuevo tratamiento resarcitorio del lucro cesante, remito a Implicaciones del orden laboral en el nuevo Baremo de Tráfico, en AAVV, Sobre Responsabilidad Civil y Derecho de Circulación. XVI Congreso Nacional Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. Ponencias. Málaga, noviembre 2016, coordinadores Andrés López Jiménez/Francisco-Javier López García de la Serrana, Sepín, Las Rozas de Madrid, 2016, pp. 193-228.
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	Téngase en cuenta que carece de sentido que se tarifique el lucro cesante por la incapacidad permanente en la suma fija de dos anualidades de renta cuando lo cierto es que debería tenerse en cuenta, por lo menos, la edad del lesionado, porque la duración del perjuicio determina que, si se prolonga durante muchos años, esa suma puede ser en extremo hética y es absurdo que sea la misma si el lesionado tiene una edad próxima a la jubilación.
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	José-Antonio Badillo Arias, Empieza una nueva etapa en la valoración del daño corporal, artículo editorial, Revista de Responsabilidad Civil, Circulación y Seguro (Inese), 2016, núm. 1, p. 3; artículo en el que se da cuenta precisa de todas las fuerzas que han participado en la elaboración del texto que propuso el Comité de Expertos y que, con pocas variantes, se llevó a la LRC y SCVM. Sobre las excelencias del nuevo Baremo, remito al artículo editorial de Francisco-Javier López García de la Serrana, La mejor medida social de 2015 está en el nuevo Baremo de accidentes, Revista de la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, 2015, 4º trimestre, pp. 5-8.
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3. La norma fundante: el artículo 1.4 LRC y SCVM.


 
 Los daños y perjuicios causados a las personas como consecuencia del daño corporal ocasionado por hechos de la circulación regulados en esta Ley, se cuantificarán en todo caso con arreglo a los criterios del Título IV y dentro de los límites indemnizatorios fijados en el Anexo.





a)  Su texto


	
–  Aunque el objeto de la presente monografía es el análisis de las disposiciones generales o directivas del nuevo Sistema/Baremo valorativo, es imprescindible antes de hacerlo, abordar el estudio de su norma fundante y compararla con la de la regulación derogada. Se trata del art. 1.4 de la LRC y SCVM que ha sustituido al art. 1.2 del texto modificado (1) .
	
•  Esta sustitución tiene por objeto que quede completamente claro y se desvanezca cualquier duda respecto de la voluntad legal de que el Baremo se aparte del principio de la integridad reparatoria, pese a que su texto articulado (art. 33) lo define como un principio fundamental.

	
•  Heredero de la norma correlativa del texto derogado, la fórmula simplificada a la que se acude está puesta, por tanto, al servicio de impedir las tentaciones interpretativas que la jurisprudencia desechó de modo lamentable.





	
–  El precepto vigente, transcrito en el recuadro precedente, ha sustituido al otro, cuyo texto literal era el siguiente: "Los daños y perjuicios causados a las personas, comprensivos del valor de la pérdida sufrida y de la ganancia que hayan dejado de obtener, previstos, previsibles o que conocidamente se deriven del hecho generador, incluyendo los daños morales, se cuantificarán en todo caso con arreglo a los criterios y dentro de los límites indemnizatorios fijados en el anexo de esta Ley".


	
–  Comparados los dos preceptos, debe captarse que, partiendo de que presentan un muy importante denominador común, hay diferencias sustanciales entre uno y otro, por lo que interesa concretar su respectivo contenido y destacar la clave de su diferenciación.

	
–  El denominador común radica en la afirmación del carácter preceptivo del sistema valorativo al que se remiten; preceptividad determinante de que la valoración de los perjuicios derivados del daño corporal causado en un hecho de la circulación quede sometida al principio de legalidad.• Efectivamente, el Baremo de 1995 y ahora el de 2015 implican que la cuantificación de la responsabilidad civil por daños corporales causados en accidentes de circulación queda sujeta a un principio de legalidad valorativa que el primer Baremo implantó poniendo fin a la tradicional judicialidad valorativa (2) .



	
–  En cuanto a las diferencias, téngase en cuenta que el texto propuesto por el Comité de Expertos a los Ministerios que la constituyeron se circunscribía a la redacción de un nuevo sistema valorativo y que no contenía sugerencia alguna sobre la modificación formal del texto de la LRC y SCVM.

	
–  Pero el Ministerio de Justicia, al acoger fundamentalmente el contenido de la propuesta y tener que elaborar el Anteproyecto de Reforma, adoptó la acertadísima decisión de incorporar las propuestas al texto articulado de la Ley, dando lugar, fundamentalmente, a la introducción de su Título IV y a la previa modificación del art. 1.	
•  Se acogió así el criterio sugerido por el Consejo de Estado en su dictamen de 29 de enero de 2015, emitido en el expediente 837/2014, sobre el Anteproyecto de Ley del Código Mercantil, entendiendo prematuro adoptar la técnica del articulado "decimal" o "indiciario" que debe utilizarse de modo restrictivo en aras a mantener una cierta homogeneidad con el resto del ordenamiento; y ello dio lugar a insertar toda la regulación propuesta dentro del articulado de la LRC y SCVM, por lo que se produjo la modificación del art. 1 y la introducción en ella del Título IV.




	
–  Pero, al introducirse el nuevo sistema valorativo dentro de ese Título, se extrajeron de la propuesta determinados extremos que hubieron de llevarse coherentemente al art. 1 de la Ley. Me refiero, en particular, a la nueva regulación atinente al alcance reductor de la contribución de la víctima en la producción de su propio daño o a la no evitación de su extensión y también a la regulación atinente al régimen atributivo de la responsabilidad civil del conductor cuando el lesionado sea menor de 14 años, ampliando además este supuesto para predicar el resarcimiento total del lesionado carente de capacidad de culpa civil.

	
–  Además de esos preceptos tomados de la propuesta señalada, se decidió modificar la norma fundante del sistema, es decir, el art. 1.2 que pasó a ser el 1.4, cambiando, además de su numeración, su contenido. La clave de este cambio radica en que la mención de los daños y perjuicios resarcidos a través del sistema que contenía el art. 1.2 –la cual suponía una descripción de su sometimiento al principio de la integridad reparatoria en su máxima extensión– ha desaparecido sin quedar rastro de ella y quedando enfatizado que es de esencia a la positividad del nuevo Baremo la existencia de los límites indemnizatorios que de forma concluyente se mencionan.	
•  Así lo ha destacado también Juan-Antonio Xiol Ríos al hacerse eco de que el nuevo precepto elimina la referencia al lucro cesante y a la extensión del daño [también elimina la medición de los daños morales], cuyas referencias habían servido a la doctrina [así es] y a la jurisprudencia [¿ubi est?] para hallar en él el reconocimiento del principio de la reparación íntegra (3) , sirviendo el nuevo texto para mantener y reforzar la configuración del Baremo como un sistema de limitación resarcitoria que prevalece sobre dicho principio (4) .






b)  De la imprecisión a la precisión conceptual sobre los daños a resarcir


	
–  El derogado art. 1.2 de la Ley se refería a "los daños y perjuicios causados a las personas", mientras que el nuevo art. 1.4 se refiere a "los daños y perjuicios causados a las personas como consecuencia del daño corporal ocasionado". De este modo, el nuevo texto recupera el concepto de daño corporal (5)  y lo introduce en él quedando dotado así de una mayor precisión.

	
–  La falta de precisión del precepto derogado se repitió en la regla general 1ª del apartado primero del sistema valorativo, mientras que la puntualización a la que me he referido se ha llevado ahora al art. 32, que constituye la primera de las disposiciones generales atinentes a la valoración del daño corporal y de sus heterogéneas consecuencias perjudiciales.

	
–  El título del apartado primero del sistema derogado hacía referencia a los "criterios para la determinación de la responsabilidad y la indemnización", que no era una expresión brillante, puesto que se trataba de la regulación atinente a la valoración de los daños corporales y concreción de las indemnizaciones, y no, como tal, a la determinación de la responsabilidad civil (6) , que apunta a la atribución y no a la determinación cuantitativa de la misma.

	
–  En cambio, ahora la denominación del Capítulo I del Titulo IV de la Ley hace referencia a los "criterios generales para la determinación de la indemnización del daño corporal", con lo que de nuevo se está ante una manifestación del rescate del concepto de daño corporal (7) .



c)  De la complejidad a la simplicidad de la fórmula comprensiva de los daños resarcibles


	
–  El derogado art. 1.2 de la Ley constituía una norma que tenía un doble sentido, pues, de un lado, contenía el enunciado general fundante del sistema y, de otro, expresaba una efectiva remisión al anexo lo desarrollaba, con la imperativa advertencia de que no cabía valorar fuera de él. En el trance de interpretar el sentido de dicha norma, se impuso que la consagración de la reparación íntegra se ponía al servicio de su negación, por la insistencia en que toda la reparación se obtenía a través de las reglas del sistema, con lo que no se estaba ante una reparación completa, sino ante una modulación que lo reconducía a que sólo resarcía los daños y por los importes previstos legalmente en él.

	
–  En cambio, el nuevo art. 1.4 no contiene la más mínima referencia que el sistema valorativo se ligue al principio de la reparación íntegra, puesto que directamente reproduce la fórmula de que los perjuicios se han de cuantificar siempre con arreglo a los criterios del sistema y dentro de los límites indemnizatorios fijados en su anexo, habiéndose prescindido de cualquier referencia descriptiva al contenido de la reparación, pues ya no se habla de que la indemnización comprenda los daños morales ni la pérdida económica sufrida y la ganancia dejada de obtener, prescindiéndose igualmente de la fórmula relativa a que se resarcen los perjuicios previstos, previsibles y que conocidamente se deriven del hecho generador.

	
–  Por eso se ha pasado de una fórmula de complejo contenido a una simplificada que reproduce la substancialidad del anterior mandato, pero sin incluir las referencias al contenido de las indemnizaciones a establecer, la cual había de entenderse inicialmente como una consagración legal del principio de la reparación completa.

	
–  Han desaparecido así unas expresiones pintorescas que estaban tomadas en gran parte del art. 1107 CC, que refiere a la extensión de los perjuicios resarcibles por el deudor contractual de mala fe que, llevado al ámbito extracontractual, hay que leer como responsable doloso. Se estaba así ante una norma que constituía un ejemplo sublime de cómo la hipérbole de una proclama se pone al servicio de una efectiva hipovaloración. Con la nueva norma, ha volado la hipérbole, pero se ha mantenido la ectomía resarcitoria.



d)  Del escamoteo a la sinceridad sonora: la clara contundencia del sí pero no


	
–  La conclusión que se obtiene de la comparación de un precepto y otro es que el nuevo no ha introducido una modificación sustancial del derogado, ofreciendo la diferencia de que, mientras éste estaba puesto al servicio de insinuar el imperio de la reparación completa, para negarlo en el propio precepto, el nuevo prescinde de esa insinuación y se caracteriza por introducir con sinceridad sonora que el sistema valorativo está sometido a la fraccionalidad reparatoria que resulta de los criterios establecidos en la regulación valorativa y en los límites establecidos en las tablas que conforman el anexo de la misma.

	
–  Consonante con ello, el art. 33 de la Ley reformada, que refiere a los principios fundamentales de la reparación del daño, consagra la técnica del sí pero no, es decir, la técnica del sí de la reparación íntegra que queda inmediatamente desmentida con una cláusula pleonástica (la del "por lo que") y una cláusula de atenuación del no que es limitadísima (la del "no obstante").








	 (1) 

	Sobre este precepto, remito a ob. cit., t. 3, vol. 1, pp. 32-42; también a mi artículo Las normas o criterios generales del sistema. Las reglas explicativas, en AAVV, Valoración de los daños corporales. El sistema de la Ley 30/95, dirección Mariano Medina Crespo, Editorial Española de Seguros, Madrid, 1998, pp. 97-100.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Sobre esta materia, remito a Mariano Medina Crespo, Reflexiones generales sobre la legalidad valorativa y sobre la doctrina constitucional que la revisa, Revisa Sepín Tráfico, núm. 19, 2008, julio-agosto, SP/DOCT/3701, pp. 16-20.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Reflexiones en torno al nuevo Baremo de autos…, cit., p. 18.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Ibidem, p. 13.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	El art. 1.2 del TR aprobado por RD Legislativo de 28 de junio de 1986 se refería a los "daños corporales".


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Aunque contiene algunos elementos complementarios referidos a esta determinación.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Vuelvo sobre ello al analizar el art. 32 en la Segunda Parte, ap. 1.
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4. El título competencial de la reforma: la disposición final 3ª


 
 Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.6ª. de la Constitución Española que atribuye al Estado la legislación exclusiva en materia mercantil.





a)  El título invocado


	
–  juan-Antonio Xiol Ríos se ha referido a que la disposición transcrita responde a la necesidad de determinar el título que, con arreglo a la CE, legitima la competencia del Estado para dictar esta Ley de reforma, dado el principio de división territorial del Poder, propio del Estado Autonómico (1) .

	
–  Dados los términos de la indicada disposición, se pregunta la razón por la que se invoca la competencia exclusiva del Estado para legislar en materia mercantil, cuando se reforma una Ley sobre la responsabilidad civil automovilística y su aseguramiento, ocupando la mayor parte de la reforma la materia dedicada la valoración de los daños corporales que deja de estar incluida en un anexo a la LRC y SCVM, para integrarse en su articulado y contener, a su vez, un anexo, consistente en las diversas tablas, con lo que éstas han dejado de ser un anejo del anexo.



b)  El título desechado


	
–  Destaca al respecto que no se invoca como título competencial la exclusividad relativa a la legislación civil que contempla el art. 149.1, ante el temor de que la materia tratada pudiera ser objeto de intervención legislativa por parte de las Comunidades Autónomas que cuentan con regulación civil propia (2) .

	
–  Insiste en que esta disposición adicional subraya el propósito del Legislador Estatal de recabar para sí la competencia exclusiva para regular la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor, por entenderla conectada con factores económico-financieros relacionados con su aseguramiento, de modo que se sobrepasa el ámbito estricto de la responsabilidad civil (3) .



c)  La conexión del título invocado con la parcialidad resarcitoria


	
–  La consecuencia del título invocado y de las observaciones realizados por el ilustre magistrado es que se está ante una responsabilidad civil cuya regulación está condicionada por su amparo aseguraticio, por lo que se diseña legalmente en función del seguro que la ampara y no al revés.

	
–  Esto explica que el nuevo Baremo, al igual que el de 1995, no se proponga la realización de la integridad reparatoria y que le sea de esencia la parcialidad, dando ello lugar a que sea inexplicable el contrafuero de que el Baremo de 1995 se haya manejado de forma mecánica para valorar daños corporales ajenos al tránsito motorizado y a que sea inexplicable que el nuevo se utilice del mismo modo.








	 (1) 

	Reflexiones sobre la indemnización del daño personal a partir del nuevo Baremo, cit., p. 494.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ibidem, pp. 494-495.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Ibidem, p. 495.


	 Ver Texto 
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5. La irretroactividad del nuevo Baremo: la disposición transitoria


 

a)  La regulación establecida y la transitoriedad de los textos anteriores

Disposición final 5ª de la Ley 35/2015. Entrada en vigor

La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero de 2016.

Disposición derogatoria de la Ley 35/2015. Derogación del sistema de valoración del Real Decreto legislativo 8/2004, de 29 de octubre


 Queda derogado el sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación contenido en el Anexo del Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, su Anejo, y cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley.



Disposición transitoria de la Ley 35/2015. Aplicación temporal del sistema


 El sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación que establece esta Ley se aplicará únicamente a los accidentes de circulación que se produzcan tras su entrada en vigor.

Para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación ocurridos con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley subsistirá y será de aplicación el sistema recogido en el Anexo y en el Anejo del Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.




	
–  Dispuesta la entrada en vigor de la Ley de Reforma para el 1 de enero de 2016 (disposición final 5ª), se establece que queda derogado el sistema valorativo hasta entonces vigente; y, a su vez, la disposición adicional 3ª, referente a la aplicación temporal del nuevo sistema, establece que éste se aplicará únicamente a los accidentes de circulación que se produzcan tras su entrada en vigor, es decir, tras la entrada en vigor de la Ley, no pudiendo proyectarse sobre los siniestros anteriores (1) .

	
–  A su vez, el ap. 2 de la disposición transitoria, dispone, en concordancia con el anterior, que, para valorar los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación anteriores a la entrada en vigor de la Ley, se ha de aplicar el sistema incorporado como Anexo a la LRC y SCVM, con su Anejo, según texto aprobado por el RD Legisl. de 29 de octubre de 2004 (2) .• El texto de los apartados de esta disposición trae causa de la redacción dada por el Comité de Expertos a la propuesta de reforma, debiéndose a ella sus defectos porque debería haberse referido a los hechos de la circulación y no a los accidentes de circulación (3)  y, sobre todo, porque, al referirse al sistema que establece la Ley, debería haberse referido al sistema que establece el Título IV de la Ley (4) .

• A su vez, la norma del ap. 2 constituye un complemento expletivo de la del 1 porque, al establecerse que el sistema establecido por la Ley se ha de aplicar sólo a los accidentes de circulación que se produzcan tras su entrada en vigor (1 de enero de 2016), está naturalmente disponiendo que, para los accidentes ocurridos con anterioridad, ha de aplicare el sistema anexo de 1995/2004 (5) .



	
–  De todas formas, resulta llamativo que la disposición transitoria cuente con esa doble fórmula (positiva y negativa) cuando su mandato es el que simplemente resulta del art. 2.3 del CC, en cuanto a que las leyes no tendrán efecto retroactivo si no disponen lo contrario, así como de lo establecido en la disposición transitoria 1ª del CC como disciplina supletoria general.

	
–  Cuando se aprobó el Baremo de 1995, mediante la disposición adicional 8ª de la Ley 30/95, de 8 de noviembre, no se fijó regla transitoria alguna, por cuya razón aquellos Tribunales que aceptaron su carácter preceptivo no lo aplicaron para valorar daños corporales derivados de accidentes acaecidos antes de su entrada en vigor, fijándose por ello las indemnizaciones bajo el régimen de la judicialidad valorativa que regía anteriormente, aunque se manifestó la clara influencia de utilizar las previsiones relativas al resarcimiento de las lesiones permanentes como guía orientativa (6) .
	
•  No obstante, hubo sentencias que, por la propia iniciativa del juez, o por la conformidad de las partes, aplicaron el Baremo a accidentes anteriores a su entrada en vigor.

	
•  Así, la STS (Sala 1ª) de 10 de julio de 2008 (Sierra Gil de la Cuesta) declaró que no constituye ninguna anomalía la aplicación del Baremo de 1995 para valorar daños corporales producidos en 11 de mayo de 1995, es decir, antes de su entrada en vigor (7) .

	
•  Aunque la cuestión de la aplicación retroactiva del Baremo no había sido objeto de controversia en las instancias ni tampoco en la sede casacional, porque el recurso versaba sobre la procedencia de la actualización valorista del crédito resarcitorio reconocido, propiciada por la parte recurrente, la Sala se pronunció ob iter sobre la pertinencia de dicha aplicación.

	
•  A tal efecto declaró que "la aplicación del (…) sistema a hechos anteriores a su vigencia no constituye ninguna anomalía, pues, aunque el art. 9.3 CE y el 2.3 CC recogen el principio de irretroactividad de las leyes, el TC (…) viene limitando el alcance de este principio cuando una Ley regula de manera diferente y "pro futuro" situaciones jurídicas creadas y cuyos efectos no se han consumado, señalando la sentencia de 16 de julio de 1987 que la prohibición de la retroactividad sólo es aplicable a los derechos consolidados (…) e integrados en el patrimonio del sujeto, y, en el caso que nos ocupa, es indudable que, si bien el hecho (…) del que nace la responsabilidad extracontractual acaeció antes de la entrada en vigor de la nueva norma, el efecto, es decir, la indemnización, se produce una vez vigente ésta, por lo que, al no tratarse de derecho (…) consolidados, no ha de existir inconveniente en que se apliquen los Baremos vigentes a la hora de cuantificarla".


	
•  De acuerdo con el criterio sentado por esta sentencia, cualquier Baremo, o cualquier modificación de un Baremo previo, se ha de aplicar con carácter retroactivo si no hay una disposición específica que lo impida.

	
•  Frente a una reclamación total por muerte y por lesiones permanentes que ascendió a casi 100.000.000 Ptas., se reconoció una indemnización cifrada en unos 55.500.000 Ptas., dando la sensación de que, de no haber existido el Baremo cuando se produjo el enjuiciamiento, la indemnización habría sido bastante superior a la que se estableció, aunque no alcanzara el importe total de la pretensión deducida.

	
•  Por tanto, la aplicación retroactiva del Baremo sirvió para reducir la indemnización que se hubiera establecido en el caso de que el supuesto hubiera quedado sometido a la vieja judicialidad valorativa. Por eso la propició la entidad aseguradora (8) .





	
–  La reforma que se introdujo en el apartado A) de la tabla V del Baremo de 1995, adoptada por la disposición adicional 15ª de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, que entró en vigor en 1 de enero de 1999, tampoco estableció disposición transitoria alguna, por lo que las nuevas cantidades no se aplicaron para valorar lesiones causadas en accidentes anteriores, pese a que podía y debía haberse interpretado que se estaba ante una Ley de carácter interpretativo que optaba por dar estricto rango legal a una de las posibles interpretaciones de la regulación modificada, erigiéndose el nuevo texto en interpretación auténtica del modificado (9) .

	
–  La Ley 34/2003, de 4 de noviembre, que modificó la tabla VI del Baremo de 1995, con entrada en vigor el día 6 de noviembre, que contenía disposición transitoria alguna, por lo que la jurisprudencia entendió que no podía aplicarse a accidentes anteriores a su entrada en vigor, pese a que algunas de las modificaciones introducidas a través de las reglas de utilización del Baremo, así como la nueva regulación del resarcimiento del perjuicio estético, correspondían a opciones interpretativas que podrían haber dado lugar a entender que se estaba ante una interpretación auténtica de la regulación precedente (10) .
	
•  La STS (Sala 1ª) de 20 de abril de 2009 (Almagro Nosete) (11)  negó la posibilidad de aplicar de modo retroactivo la regla de utilización del Baremo que consagra el principio de absorción de secuelas y prohíbe, por tanto, que se valore con autonomía una secuela cuando forma parte de otra de mayor envergadura, estándose en el caso ante un accidente acaecido el 21 de julio de 2007.

	
•  Introducida dicha regla para dar rango estrictamente normativo al sentido común, con ella se trataba de evitar unas aplicaciones desviadas del Baremo que convivían con las presididas por ese sentido común, por lo que ciertamente carecía de sentido negar carácter retroactivo a la norma señalada,

	
•  La parte recurrente postulaba en concreto que la indemnización por secuelas de un miembro existente no puede superar la indemnización que se reconocería por la pérdida total de dicho miembro, invocándose al respecto la aplicación de la reforma introducida en 2003, que, por tener naturaleza interpretativa, debía aplacarse retroactivamente.

	
•  El TS se hizo eco de que tradicionalmente se atribuye retroactividad tácita a las normas interpretativas, a las complementarias, a las de desarrollo o ejecutivas, a las que suplen lagunas, a las procesales y, en general, a las que pretenden eliminar situaciones pasadas incompatibles con los fines que persigue la nueva regulación, pero consideró que no podía adjudicarse una retroactividad tácita a la regla invocada, aunque se inspirara en la experiencia pretérita, porque no pueden obviarse o menoscabarse derechos adquiridos o situaciones favorables nacidas al amparo de la regulación anterior que era la que estaba vigente cuando se produjo el hecho dañoso, pues la retroactividad iría contra lo establecido en el art. 9.3 CE que prohíbe la aplicación retroactiva de una norma posterior que sea restrictiva de los derecho individuales (12) .

	
•  Las STS (Sala 1ª) de 23 de abril de 2009 (Xiol Ríos) (13) , que corresponde a un accidente acaecido en 3 de abril de 2003, negó que pudiera aplicarse la regla de separación de la valoración del perjuicio fisiológico permanente y del perjuicio estético, habiéndose de aplicar la de la suma aritmética de los respectivos puntos, sin aceptar que el resultado de dicha suma contara con un tope de 100.

	
•  La STS (Sala 1ª) de 22 de noviembre de 2010 (Xiol Ríos) (14) , que corresponde a un accidente acaecido el 12 de noviembre de 2000, negó la aplicación retroactiva de la reforma de 2003, rehusando que procediera la cuantificación separada de las secuelas fisiológicas y de los perjuicios estéticos, sin fijar la indemnización básica resultante de la suma aritmética de los puntos asignados a uno y a otro.





	
–  El RD Legisl. 8/2004, de 29 de octubre, que aprobó un nuevo TR de la LRC y SCVM, con entrada en vigor al día siguiente de su publicación, también careció de disposición transitoria alguna.

	
–  Finalmente, la Ley 21/2007, de 11 de julio que entró en vigor a los 30 días de su publicación que tuvo lugar en 12 de julio, también carecía de disposición transitoria alguna, por lo que, en concreto, la modificación atinente a que el resarcimiento de los gastos asistenciales futuros quedaba eliminado del Baremo no se consideró aplicable a accidentes anteriores a su entrada en vigor.

	
–  Sentada la irretroactividad del nuevo Baremo (15) , nada impide que, cuando se esté fuera del tránsito motorizado, la jurisdicción lo utilice para fijar indemnizaciones correspondientes a accidentes acaecidos antes de su entrada en vigor, puesto que ni está constreñida a la aplicación del Baremo derogado, por lo que, si se capta que el nuevo implica una reparación de mayor calidad justicial desde la perspectiva de la reparación completa a la que está sometida la materia tratada, es pertinente seguir la orientación del nuevo Baremo mejor que la del derogado.	
•  No lo entendió así la STSj de Castilla-León (Sala Contencioso-Administrativa) de 30 de septiembre de 2015 (López Parada) que contiene la siguiente declaración en un supuesto de responsabilidad sanitaria:"[E]n orden a cuantificar la indemnización (…) procede (…) tomar como referencia la indemnización que procedería (…) por las consecuencias reales de la enfermedad y calcular [la] (…) en proporción a una estimación probabilística de las posibilidades de éxito de la oportunidad perdida para haber evitado el daño. Y, para estimar la cuantía (…), se toma (…) como referencia por analogía (…) el sistema de valoración incluido en el anexo (…) de la LRC y SCVM, aprobado por el RD Legisl. 8/2004, (…) o el nuevo que se establece a partir de la entrada en vigor de la Ley 35/2015 (…), de reforma del sistema (…), para (…) hechos posteriores a la entrada en vigor (…)".









b)  La invocación plurifuncional del nuevo Baremo para valorar daños corporales sometidos al régimen derogado


	
–  Según hemos visto, la disposición transitoria de la Ley de Reforma del Baremo establece que la nueva regulación valorativa se aplicará únicamente a los accidentes de circulación que se produzcan tras su entrada en vigor (16) ; y, con énfasis innecesario, señala seguidamente que, para los ocurridos antes, se aplicará la regulación precedente.

	
–  Pese a ello, es inequívoca la influencia que el nuevo Baremo está ejerciendo ya sobre la valoración de daños corporales causados antes de su entrada en vigor, sin que tal influencia suponga retroacción alguna.

	
–  Es de registrar al respecto la SJM núm. 12 de Madrid de 9 de julio de 2015 (Montull Urquijo) que, en relación con un accidente de aviación, después de referirse a que "la falta de aplicación literal del Baremo debe venir motivada (…) por la falta de adecuación (…) con la realidad social", resolvió que la aseguradora demandada abonara a los demandantes las indemnizaciones previstas en el Baremo, pero con el incremento de un 50%, invocándose al respecto la nota de prensa del Ministerio de Justicia que, en relación con el Proyecto de Ley de Reforma del Baremo, hacía constar que tal era el incremento medio de las indemnizaciones por causa de muerte (17) .

	
–  Anteriormente, la STS (Sala 1ª) de 5 de febrero de 2015 (Salas Carceller) se había hecho eco de que "el Proyecto de Ley del nuevo sistema de valoración (…) se ha convertido ya en un elemento orientador para los Tribunales de Justicia" (18) .
	
•  En este sentido, el magistrado José-Manuel López García de la Serrana ha escrito (19)  que, "dado que el juez social está sometido a la disciplina común de la responsabilidad civil que se rige por la reparación íntegra, lo mismo que puede decidir la utilización de modo facultativo del Baremo [de Tráfico], puede acudir a otros cánones valorativos, como puede ser perfectamente el nuevo Baremo"; y añade que "no es obstáculo alguno (…) que (…) no haya entrado en vigor en la fecha en que se haya producido el accidente laboral que se enjuicia", pues, "en la medida en que el juez social contraste los dos Baremos y compruebe que el proyectado proporciona mayor justicia resarcitoria, nada le impide valerse de él, al igual que podría efectuar su valoración sin tomar como referencia ningún Baremo", vaticinando al respecto que "esta situación de tener que decidir el Baremo a aplicar va a ser frecuente en los próximos años, en donde se enjuiciarán las reclamaciones por accidentes laborales ocurridos en los años anteriores a la entrada en vigor del nuevo Baremo –1 de enero de 2016–, pues lo único que deben tener presente los jueces sociales que (…) acojan (…) un Baremo optativo, no es la vigencia del mismo a la fecha del siniestro –al no estar obligado legalmente por ninguno–, sino cuál (…) cumple mejor el principio de restitutio in integrum".

	
•  No obstante, la STS (Sala 4ª) de 2 de marzo de 2016 (López García de la Serrana) declinó la utilización del nuevo Baremo, absteniéndose de aplicar el criterio al que responde el art. 45) para determinar la indemnización correspondiente a los perjuicios padecidos por un trabajador como consecuencia de la enfermedad profesional contraída, dándose la circunstancia de que, tramitado el proceso social en primera instancia y en suplicación, con desestimación de la demanda, la estimación del recurso de casación para la unificación de doctrina dio lugar a que el TS actuara como Tribunal sentenciador y tuviera que fijar la indemnización pertinente que, pese a no estar establecida cuando se produjo el fallecimiento, se cifró en la cantidad que se habría establecido si no hubiera tenido lugar el fallecimiento (20) .





	
–  Pero es particularmente significativo registrar el uso judicial del nuevo Baremo para fijar la indemnización por lucro cesante derivado de los daños corporales causados en accidentes de circulación acaecidos antes de su entrada en vigor. Exponente de esa postura es la SAP de Navarra (Sección 1ª, Penal) de 29 de octubre de 2015 (21)  (Zubiri Oteiza), cuya fundamentación al respecto es la siguiente:
"[P]retende la (…) [acusación particular] que se indemnice a la viuda (…) en (...) 103.946,18 € en concepto de lucro cesante (…). La sentencia de instancia, (…) aceptando la posibilidad de (…) indemnización por (…) lucro cesante y su compatibilidad con (…) el factor de corrección relativo a perjuicios económicos (22)  (…), [la] denegó (…). Consideró (…) no (…) acreditado (…) ese lucro cesante (…). Estimó (…) que, atendido el (…) autoconsumo del 31,09% contemplado en el informe pericial aportado por la aseguradora y estimando que esa cuantificación era (…) objetiva (…), concluyó (…) no (…) acreditado ese lucro cesante. (…). [C]onsidera esta Sala que, acreditado que el fallecido desarrollaba una actividad laboral, como consecuencia de la cual percibió en (…) 2012, anterior al de su fallecimiento, unos ingresos netos de 27.403,41 €, resulta manifiesto que ese fallecimiento ha supuesto la privación de la aportación de esos ingresos a la esposa e hijo durante un considerable período de tiempo (…). (…). Ciertamente, ese fallecimiento ha determinado (…) las (…) pensiones de viudedad y (…) orfandad. Pero las mismas (…) no puede[n] considerarse (…) una compensación plena (…) [d]el lucro que se hubiera obtenido mediante los ingresos del fallecido (…). En definitiva, (…) debe partirse de la realidad del lucro cesante, (…) sin que los datos relativos al autoconsumo ofrecidos por aquel informe reúnan la (…) objetividad suficiente (…) para (…) tenerlos como incontestables. Por ello, acreditado el lucro cesante, debe determinarse su cuantificación.

[T]al determinación es (…) dificultosa, dado que no (…) contempla detalladamente este perjuicio (…) el sistema (…) y, (…) siendo (…) contradictorios (…) los informes obrantes en autos (…), resulta dificultoso basar [la] en ellos (…). Sentado ello (…), pueden servir como pauta orientativa los criterios que (…) contempla (…) la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema (…), [aunque] no es aplicable (…) al caso (…), [pues] entrará en vigor (…) el (…) 1 de enero de 2016 (…). Y (…), atendiendo a las cuantías que (…) contempla (…) el (…) anexo (…), relativo tanto a los cónyuges como a los hijos de los fallecidos, resulta (…) que, en un caso como el que nos ocupa, de ocurrir con posterioridad al 1 de enero de 2016, correspondería una indemnización, a favor del cónyuge viudo e hijo del fallecido, (…) superior (…) a la interesada por la acusación particular, basada en el informe pericial elaborado a su instancia. En efecto, en tal caso, deberían fijarse, si aplicásemos la nueva norma, unas indemnizaciones por lucro cesante próximas (…) a 250.000 €. Atendido lo anterior (…), estimamos que la indemnización solicitada (…) no puede considerarse (…) excesiva, partiendo de los ingresos del fallecido, así como de su edad y las del cónyuge viudo y del hijo de ambos, por lo que (…) debe ser concedida tal cantidad. Hemos de matizar que, si bien la acusación particular solicitó tal indemnización en favor de la (…) [viuda], debe entenderse que esa solicitud incluye la indemnización correspondiente (…) a su hijo menor al que (…) representa legalmente. Por (...) ello, (…) [se] estima (…) el recurso (…) y [se] revoca (…) la sentencia de instancia en tal particular [fijándose la indemnización por lucro cesante en 103.046,18 €]".





	
–  Con una manifiesta elipsis normativa que hay que despejar, esta importante sentencia parte de que el Baremo de 1995 habilita la plena reparación del lucro cesante causado por la muerte.
	
•  Tal postura sólo puede deberse a reconocer el valor normativo directo de la norma del inciso segundo de la regla general 7ª de su apartado primero, al referirse tanto a que el sistema se propone asegurar la total indemnidad como a que ésta incluye la reparación del lucro cesante derivado de cualquier daño corporal.

	
•  Viene a sostenerse así que dicha regla tiene que hacerse valer para valorar el lucro cesante causado por la muerte porque la regulación tabular no lo contempla, dado que los perjuicios económicos a los que se refiere el primer factor de la tabla II nada tienen que ver con él (23) .

	
•  Se está por ello ante un resarcimiento extratabular intrasistema a proporcionar con base en las pruebas practicadas, sin el constreñimiento de norma alguna.

	
•  Viene así a considerarse que hay que dar cumplimiento al mandato genérico de reparar en su plenitud el lucro cesante padecido, quedando la determinación de su importe sujeta al arbitrio judicial (subrégimen de judicialidad valorativa); y ello ante la ausencia de reglas específicas de medición.





	
–  A tal efecto, la AP desecha el dictamen pericial que, aportado por la aseguradora, negaba que hubiera lucro cesante resarcible por haberse de descontar el importe adjudicado al autoconsumo del fallecido y al compensarse el lucro frustrado con los importes correspondientes a las pensiones de viudedad y de orfandad (24) .

	
–  Rechazado ese dictamen y sin hacer ninguna referencia a la bondad del de la parte perjudicada, la AP acude como referencia orientadora al nuevo Baremo, dado que regula de forma específica el resarcimiento del lucro cesante padecido tanto por el cónyuge viudo como por el hijo dependiente del fallecido (25) ; y, por ello, una vez que comprueba que la suma resultante de sus tablas (1.C.1 y 1.C.2) es superior a la reclamada, fija la indemnización en el importe de ésta.	
•  Se acude a dichas tablas por la auctoritas, que implica la nueva legalidad valorativa, en virtud de su propia racionalidad, sirviendo para suplir la ausencia de concretas reglas (laguna) en la disciplina valorativa aplicable, sin que, por tanto, se esté ante una aplicación retroactiva del nuevo Baremo (26) .




	
–  Naturalmente, expreso mi completa sintonía con esta sentencia, habida cuenta que, en definitiva, su postura sobre la consistencia y funcionamiento del Baremo de 1995 es la que sostuve originariamente hasta que hube de rendirme ante una jurisprudencia que ha entendido que le es de esencia la parcialidad resarcitoria y que ha negado vis normativa a la regla general señalada.

	
–  Sentado que la regulación tabular no proporciona el resarcimiento del lucro cesante causado por la muerte, el juez debe fijar la correspondiente indemnización de acuerdo con las pruebas practicadas y en ese caso, dentro de las posibilidades de apreciación que se le ofrecen, la AP consideró que podía y debía guiarse por las previsiones del nuevo Baremo (27) .

	
–  También debe invocarse la SAP de Pontevedra (Sección 1ª, Civil) de 6 de noviembre de 2015 (Valdés Garrido) que se apoyó en el nuevo Baremo para abundar en la procedencia de reconocer una indemnización alzada para cubrir el coste de unas prótesis futuras ligadas a unas lesiones producidas en 2011 (28) . A tal efecto, su fundamentación es la siguiente.
"[L]a aseguradora (…) muestra su disconformidad (…) [con] la (…) indemnización (…) en concepto de recambios futuros de (…) prótesis (…). [S]e sostiene que [estos gastos ortopédicos] deben ser rechazados por la incertidumbre en su devengo y porque (…) puede variar por la evolución de las tecnologías (…); [que] el apartado 6º del sistema (…) establece la necesidad de que el gasto esté debidamente justificado (29)  (…); que el pago de los futuros recambios de prótesis no es viable hasta que efectivamente se devengue, pues de lo contrario se está (…) produciendo un enriquecimiento injusto, ya que la reparación por adelantado, basada en un cálculo de probabilidad, (…) [es] arriesgada. (…).

El (…) motivo (…) impugnatorio (…) referido a (…) los sucesivos (…) recambios de los (…) componentes de la prótesis femoral que precisa (…) el actor como consecuencia de la amputación traumática del muslo de su pierna izquierda [debe rechazarse]. En cuanto a la posibilidad de su (…) indemnización (…), cabe decantarse en sentido favorable, dada la existencia real del daño (amputación de una pierna susceptible de corrección funcional mediante la implantación de una prótesis de componentes recambiables cada cierto tiempo) y su factible evaluación a través de un cálculo actuarial que permita determinar (…) una razonable previsión del pago. (…).

Por lo demás (…), la reciente Ley 35/2015, de 22 de septiembre (…) establece (…) el (…) resarcimiento (…) del importe de las prótesis y órtesis (…), debiendo la necesidad, periodicidad y cuantía (…) acreditarse (…), teniéndose en cuenta (…) el tipo de secuela, la edad del lesionado, la periodicidad de la renovación (…) y el coste (…) con (…) previsión (…) de que el importe (…) se podrá indemnizar en forma de capital, utilizándose el correspondiente factor actuarial de conversión (…).

Con apoyo en la anterior consideración (…), [se] estima (…) procedente la indemnización concedida (…), teniendo en cuenta (…) que la previsión de los recambios de los componentes de la prótesis (…) se (…) calcula en función de (…) [la] edad [del lesionado] y (…) la vida media de (…) varones en España; (…) que, por lo que (…) refiere a la duración de los (…) componentes (…), se ofrece (…) apropiado el (…) informe (…) técnico (…) basado en los catálogos vigentes de material ortoprotésico; (…) la coincidencia en los precios (…) de los componentes de la prótesis (…) en los informes periciales (…) aportado[s] por el actor (…) y (…) por la aseguradora (…); y (…) que, en atención a (…) la posibilidad de indemnización en forma de capital calculado sobre bases técnicas actuariales, pierden virtualidad las objeciones planteadas (…) como el desconocimiento del tiempo de vida del (…) lesionado, así como los avances tecnológicos con influencia en la duración y coste de los recambios de los componentes de la prótesis y que (…) tanto puede suponer un abaratamiento como un encarecimiento (…)".





	
–  De igual modo la STS (Sala 1ª) de 6 de abril de 2016 (Seijas Quintana) (30)  convalidó el resarcimiento por los gastos de prótesis futuras, con base en la siguiente fundamentación:
"La posibilidad de indemnizar (…) gastos futuros (…) derivados de actos médicos curativos, paliativos del dolor (…) [y], de rehabilitación (…) [o] dirigidos a asegurar a la víctima un mínimo de calidad de vida (…) está reconocida por (…) esta Sala (STS de 22 de noviembre de 2010), sobre la base de entender los daños psicofísicos en su acepción integral de respeto o restauración del derecho a la salud" y de aplicar como elemento de integración los Principios de Derecho Europeo de Responsabilidad Civil que consideran daño patrimonial resarcible (…) toda disminución del patrimonio (…) causada por el evento dañoso y que, al referirse a la indemnización de dicho daño corporal, establecen (art. 10:202) que (…) incluye (…) los gastos razonables (…) como el coste de la atención médica.

Este criterio ha sido recogido en la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema (…), al establecer (…) su art. 115 el (…) resarcimiento (…) del importe de las prótesis y órtesis que [el lesionado] precise a lo largo de su vida, debiendo la necesidad, periodicidad y cuantía de los gastos (…) acreditarse mediante (…) informe médico (…), teniendo (…) en cuenta, para su valoración, el tipo de secuela, la edad del lesionado, la periodicidad de la renovación de la prótesis y órtesis en función de su vida útil y el coste de las mismas, atendiendo a las necesidades y circunstancias personales del lesionado, gastos que se podrán indemnizar en forma de capital utilizándose el (…) factor actuarial de conversión establecido en la tabla técnica de coeficientes de capitalización de prótesis y órtesis (…).

La controversia queda así constreñida a la valoración económica (…). Es cierto (…) que el cálculo de la indemnización (…) ha de ser probado (…) [por el] demandante, que no ha aportado prueba actuarial (…). Lo que no es cierto es que no se haya practicado prueba al respecto. Las conclusiones de la sentencia para resarcir este daño futuro no son absurdas, desorbitadas ni irracionales. Tienen como referencia el informe (…) [que] refirió que la revisión de la prótesis femoral debía efectuarse periódicamente, en algunos tramos incluso con carácter anual y en otros trianual (…) [y el informe del perito médico de la demandada] señaló que la garantía de tres años que se reconoce a la prótesis no necesariamente ha de coincidir con la vida útil de la misma, sino que depende de la utilización que se le dé (…). La previsión de la sentencia se extrae, por tanto, de los medios probatorios de los que obtiene el dato de la necesaria sustitución de la prótesis femoral cada cinco años con una proyección de vida de 35 años (7 sustituciones) y ello es razonable. No se ignora, sin duda, que la esperanza de vida del perjudicado es un dato aleatorio sujeto a avatares diversos (…) y que, cuando se trata de gastos de reposición del material (…) que precisa la víctima (…), se maneja un dato incierto, obtenido por estimación, consistente en el tiempo medio de vida útil de cada uno de los bienes (…)".





	
–  Vista la invocación del nuevo Baremo por sentencias que, por razón de la fecha del siniestro, aplican el derogado, interesa registrar una cierta tipología de ellas, según la función que se adjudica a dicha regulación.



c)  Sentencias que acusan la injusticia del Baremo derogado y la reputan irremediable

	
–  Hay, en primer lugar, los casos en que la invocación del Baremo se efectúa para reconocer la injusticia en que incurre el derogado y que elimina el nuevo, aunque el Tribunal considera que no le queda más remedio que aplicar aquél y convalidar por tanto su injusticia. Se está ante las sentencias del lamento irremediable.	
•  En este sentido, la SAP de Orense (Sección 2ª, Penal) de 16 de octubre de 2015 (Lamas Méndez) negó la indemnización al hermano mayor de la víctima que dejaba padres, haciendo referencia a que el nuevo Baremo ha solventado la injusticia de su preterición, aunque en el caso se mantiene la negativa de acuerdo con la interpretación literal del texto legal aplicable.





d)  Sentencias que colman las lagunas de cálculo del Baremo derogado con las reglas establecidas en el nuevo

	
–  Hay, en segundo lugar, los supuestos en que se valora un perjuicio que es resarcible según el Baremo derogado, aunque éste no concreta la técnica de cuantificación, incurriendo en una laguna que se suple utilizando la regla de cálculo del nuevo.
	
•  Se está ante casos en que la ausencia de reglas de cálculo para valorar perjuicios resarcibles lleva al Tribunal a utilizar las del nuevo Baremo, haciendo uso de sus facultades de libre apreciación.

	
•  Tal es la solución adoptada, según hemos visto, por la SAP de Navarra (Sección 1ª, Penal) de 29 de octubre de 2015 (Zubiri Oteiza) que, partiendo de que el lucro cesante causado por la muerte es resarcible, se vale de las tablas del nuevo Baremo para el resarcimiento del padecido por el cónyuge viudo y por el hijo dependiente, para así fijar una específica partida resarcitoria (31) .

	
•  También es invocable en este sentido la SAP de Pontevedra (Sección 1ª, Civil) de 6 de noviembre de 2015 (Valdés Garrido), que se ha reseñado anteriormente, con reconocimiento del importe del resarcimiento por prótesis futuras teniendo en cuenta precisamente la regla de medición y cuantificación del nuevo Baremo.

	
•  Y en el mismo sentido, también con referencia en este caso a las sustituciones de la prótesis de un ojo, en supuesto de responsabilidad civil sanitaria, hay la SAP de Barcelona (Sección 16ª, Civil) de 7 de diciembre de 2015 (Seguí Puntas).

	
•  Sobre el resarcimiento pleno del lucro cesante acreditado en un caso de muerte, en relación con un accidente de circulación acaecido el 1 de noviembre de 2009, la SAP de Ciudad Real (Sección 1ª, Penal) de 29 de febrero de 2016 (Buzón Cervantes) (32)  contiene la siguiente fundamentación:
"[P]pretenden las recurrentes [la viuda del fallecido en su nombre y en el de su hija menor] la revocación de la sentencia de instancia a fin de que se acojan sus pretensiones relativas al cobro de indemnización por lucro cesante, petición a la que se opone (…) que (…) las cantidades recogidas en la sentencia cubren suficientemente el daño causado, además de no haber acreditado las recurrentes que su causante percibiera unos ingresos por encima de los que justificarían la aplicación de un factor de corrección superior al 10% (…).

La determinación del daño se funda en el principio de reparación íntegra de los (…) perjuicios causados. Así se infiere del art. 1.2 LRC y SCVM (…). El criterio del apartado primero, núm. 7, del anexo enumera las circunstancias que se tienen en cuenta para asegurar la total indemnidad (…). Con arreglo a este principio (…), el régimen de responsabilidad civil por daños a las personas en accidentes de circulación comprende el lucro cesante. (…). Pues bien, acreditado que el fallecido desarrollaba una actividad laboral como consecuencia de la cual percibió entre octubre de 2008 y octubre de 2009 unos ingresos de 13.871,57 €, resulta manifiesto que ese fallecimiento ha supuesto la privación de la aportación de tales ingresos a su esposa e hija menor durante un considerable período de tiempo (…). Ciertamente, ese fallecimiento ha determinado la obtención de las (…) pensiones de viudedad y de orfandad, pero las mismas (…) no pueden considerarse (…) una compensación plena con el lucro que se hubiera obtenido mediante los ingresos del fallecido si se hubieran continuado generando (…). [A]creditado [la existencia del] (…) lucro cesante, debe determinarse su cuantificación, ciertamente dificultosa, dado que no se contempla detalladamente (…) en el sistema (…) anexo (…), por lo que habremos de fijar el importe (…) en base a una valoración global. A tal efecto, debemos poner de manifiesto que (…) la Ley 35/2015 (…), vigente desde el 1 de enero de 2016 (…), contempla (…) criterios muy concretos para cuantificar la indemnización por lucro cesante en supuestos como el que nos ocupa, resultando (…) una indemnización (…) superior a la que (…) reclaman (…) [las recurrentes] y que han calculado sobre (…) unos parámetros que no merecen ser descartados (…), motivos por los cuales (…) se ha de estimar el recurso en (…) este particular (…) y conceder (…) la indemnización por lucro cesante que (…) reclaman (…) [ascendente a 28.499,69 € (33) ]".





	
•  Sobre el resarcimiento para la cobertura de las prótesis futuras de un lesionado, con invocación del nuevo Baremo, hay la STS (Sala 1ª) de 6 de abril de 2006 (Seijas Quintana), ya reseñada.

	
•  La indicada sentencia despliega con mejor fundamento el mismo criterio que el de la navarra señalada, con la única diferencia de que el reconocimiento del lucro cesante no se compatibilizó con el factor de corrección por perjuicios económicos.






e)  Sentencias que invocan el nuevo Baremo para confirmar la correcta interpretación del derogado


	
–  La tercera manifestación de la invocación del nuevo Baremo para valorar perjuicios sometidos al régimen derogado consiste en confirmar una determinada interpretación de éste, con eliminación de la contraria, como si constituyera una interpretación auténtica, pudiendo decidirse por influencia del nuevo Baremo o utilizar éste para confirmar la decisión previamente adoptada.

	
–  La primera sentencia que en este sentido es de mencionar, con un carácter verdaderamente precursor, es la STS (Sala 1ª) de 5 de febrero de 2015 (Salas Carceller) que, en un supuesto en que había de fijarse la indemnización para la madre de la fallecida, convalidó el criterio de reconocerle la mitad de la suma prevista para los dos padres en el grupo IV, haciendo referencia a que tal solución es la que "prevé (…) el Proyecto de Reforma aprobado por una Comisión de Expertos y puesto a disposición de la DGS el pasado mes de mayo de 2014", insistiendo en que la suma tabular no está prevista en su integridad para cada uno de los padres y que, viviendo ambos, sólo puede reclamarse la cantidad total interviniendo ambos conjuntamente como demandantes.
	
•  De primeras, puede parecer que esta sentencia se apartaba del criterio que ya había sentado la Sala 2ª del TS y que sentó después la misma Sala 1ª, en cuanto a que, en caso de haber un único progenitor, se le reconocía la cantidad prevista para los dos progenitores.

	
•  Pero debe tenerse en cuenta que el supuesto contemplado en este caso ofrecía la peculiaridad de que el conductor responsable del siniestro y, por tanto, de la muerte acaecida, fue el padre de la víctima y que por ello, careciendo él de legitimación para reclamar indemnización por los perjuicios que el mismo se causó por la muerte de su hija. Por ello, la única que podía reclamar con éxito indemnización era su esposa, madre de la víctima, siendo lógico por completo que no se le reconociera el total de la suma prevista en la regla correspondiente de la tabla sino sólo la mitad.

	
•  Por otra parte, la solución adoptada en este caso por el TS coincide con la que impone ahora el nuevo Baremo, pues, al regularse el resarcimiento del perjuicio básico de los progenitores, se establece la cantidad que corresponde a cada uno; y, en el caso de haber uno solo, entra en juego el perjuicio particular del perjudicado único de su categoría, teniendo en cuenta que en el caso de autos no podría reconocerse este perjuicio particular a la madre de la víctima precisamente por la supervivencia de su esposo.– Se incluye en esta tercera categoría la SAP de Ciudad Real (Sección 2ª, Penal) de 16 de febrero de 2016 (Céspedes Cano), que negó el resarcimiento del cónyuge viudo por haber una consolidada separación de hecho, quedando enervada la presunción de que sufre perjuicio, tal como ha establecido explícitamente el nuevo Baremo.



	
•  Se parte de que la inserción como perjudicados de los diversos parientes de la víctima en los grupos de la tabla I implica presumir su perjuicio y luego su rango resarcible cuando el pariente considerado encaja en el grupo al que sea reconducible el supuesto; y ello pese a que la nominación de los perjudicados no alude de modo explícito a que implique un reconocimiento presuntivo de perjuicios desmentibles con prueba en contrario.

	
•  Pues bien, esta sentencia parte de que la regulación legal derogada corresponde a la construcción de esa presunción y cita el nuevo Baremo donde tal presunción se reconoce explícitamente, de tal manera que, presumiéndose que el cónyuge viudo, que estaba separado de hecho de la víctima, sufre un perjuicio resarcible, la demostración de que su separación estaba plenamente consolidada implica la inexistencia de perjuicio afectivo alguno y por tanto la imposibilidad de su resarcimiento.

	
•  Téngase en cuenta que la diferencia existente al respecto entre el Baremo derogado y el nuevo, es que en aquél la separación de hecho goza de una presunción positiva de existencia de perjuicio que admite prueba en contrario, mientras que el nuevo parte de la presunción negativa de la inexistencia del perjuicio, aunque igualmente cabe la prueba en contrario (34) .





	
–  Se incluye también en este grupo la SAP de Tenerife (Sección 3ª, Civil) de 23 de octubre de 2015 (Padilla Márquez) que confirmó el alcance moderado del perjuicio estético padecido por el lesionado mediante la invocación de la descripción de contenido con que lo define el nuevo Baremo.

	
–  También se insertan en este grupo las sentencias que manejan los criterios de causalidad genérica para reconocer la existencia de una lesión temporal por cervicodorsalgia o lumbalgia postraumática y reconocimiento, en su caso, de algún punto de secuela, señalando que el nuevo Baremo consagra su utilización en el art. 135 de la LRC y SCVM, reformada en 2015.
	
•  En este sentido, son de registrar la SAP de Tarragona (Sección 1ª, Civil) de 27 de octubre de 2015 (García Rodríguez, Manuel-Horacio); la SAP de Burgos (Sección 2ª, Civil) de 11 de noviembre de 2015 (Barcala Fernández de Palencia); y la SAP de Asturias (Sección 4ª, Civil) de 1 de febrero de 2016 (Martínez Cimadevilla) (35) .

	
•  Igualmente, pero en sentido contrario, la SAP de La Coruña (Sección 6ª, Santiago de Compostela, Civil) de 30 de septiembre de 2015 (Gómez Rey) invoca la nueva regulación relativa a los traumatismos menores de la columna vertebral para justificar la duración de un esguince cervical sin secuelas, por faltar la afirmación concluyente de una mayor duración o de la existencia de secuelas en virtud de la apreciación de los criterios de la causalidad genérica, diciéndose que, en definitiva, se aceptan los criterios de apreciación racional que consagra el nuevo Baremo.





	
–  También se inserta en este grupo la SAP de Madrid (Sección 23ª, Penal) de 25 de enero de 2016 (Rodríguez Padrón) que, para solventar la antinomia existente entre la explicación del sistema (los puntos fisiológicos y los puntos estéticos se han de sumar aritméticamente) y la regulación del capítulo especial del Baremo médico (se han de valorar separadamente estos perjuicios y sumar su importe para integrar la indemnización básica y no sumar los puntos respectivos), optó por la segunda solución, destacando que la impone el nuevo Baremo que sirve como una especie de interpretación auténtica del derogado (36) . Criterio que también sostiene la SAP de Madrid (Sección 13ª, Penal) de 13 de abril de 2016 (Rodríguez Padrón), aunque con menos desarrollo argumental.

	
–  En el mismo orden de ideas, la SAP de Pontevedra (Sección 1ª, Civil) de 26 de febrero de 2016 (Almenar Delenguer) invoca la novedosa previsión del resarcimiento del lucro cesante de la persona que queda temporalmente impedida para el desenvolvimiento de las labores del hogar a las que se dedicaba, para abundar en la justificación de la aplicación del factor de corrección por perjuicios económicos de la tabla V (apartado B) del Baremo anterior, pese a no justificarse ingresos; y la SAP de Vitoria (Sección 1ª, Civil) de 29 de marzo de 2016 (Rodríguez Achútegui) invoca también la nueva regulación para abundar en la pertinencia de aplicar el factor de la incapacidad permanente de la tabla IV a un lesionado dedicado al desempeño de tareas domésticas, confirmando su grado parcial.



f)  Sentencias que invocan el nuevo Baremo para criticarlo


	
–  La SAP de Castellón de la Plana (Sección 2ª, Penal) de 17 de noviembre de 2015 (Altares Medina), que revocó la sentencia recurrida para aplicar la doctrina neonominalista de la Sala 1ª del TS, sostiene que la regulación introducida por el nuevo Baremo no supone un abandono de aquélla, aunque se hace eco de que el art. 40.2 establece la incompatibilidad de la actualización valorista del [principal del] crédito resarcitorio con cualesquiera intereses moratorios; criterio de incompatibilidad que critica al considerar acertada la doctrina señalada, sobre la base de desconocer la triple función que cumplen los intereses moratorios especiales del asegurador. Se refiere en concreto a que dichos intereses tienen "una función más penalizadora de la actuación no diligente de las aseguradoras en orden a la reparación del perjuicio causado, que de poner a cubierto el montante indemnizatorio de la depreciación monetaria por el transcurso del tiempo".


	
–  Como digo, dicha sentencia desconoce la estricta y triple función que cumplen esos intereses moratorios, contraída, en primer lugar, a la reparación del lucro cesante ligado a la indisposición del crédito; en segundo lugar, a la actualización valorista de dicho crédito; y, en tercer lugar, a la penalidad civil que corresponde a la cuota que excede del tipo del interés legal del dinero, sin que proceda efectuar una graduación de la importancia de estas funciones que son simultáneas y con tipos perfectamente separados, según se verá en la Segunda Parte, cuando se comente la nueva regulación de la actualización valorista de los créditos resarcitorios.

	
–  Por otra parte, respecto de la nueva regulación, considera que el canon utilizable para la actualización valorista de los créditos resarcitorios es el establecido en el art. 49, que refiere a la actualización de algunas de las cuantías resarcitorias del Baremo y cuyo canon no puede en absoluto utilizarse para la actualización valorista de los créditos resarcitorios, según se verá, de forma cumplida, al comentar los preceptos señalados.	
•  Si en el caso de autos la aseguradora había actuado con adecuada diligencia y había realizado además una consignación por cuantía razonable teniendo en cuenta los elementos de conocimiento con que contaba, es claro que no procedía la imposición de los intereses moratorios especiales, por no ser merecedora de la pena civil que conlleva su sobretipo, pero ello no constituía obstáculo para que, salvo que el perjudicado acreedor hubiera incurrido en mora, se le impusieran los intereses moratorios ordinarios y, caso de no ser procedentes (entre otras razones, por entender que no se habían pedido, aunque la petición de los especiales permite el reconocimiento de los ordinarios), en todo caso la falta de imposición de cualesquiera intereses sustantivos no podía justificar la falta de la actualización valorista del crédito resarcitorio, aunque contando naturalmente con el efecto impeditivo parcial de la consignación efectuada.
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